
 

 

Radicación n° 11001310503120100002200 
 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá, D. C., veintidós (22) de febrero de dos mil 
veintidós (2022). Al Despacho de la señora Juez informando que la parte demandante 
allegó escrito pronunciándose frente a la liquidación aportada por PORVENIR S.A. y en 
tal sentido solicitó que se librara mandamiento de pago, así como que el despacho 
librara oficios. 
 
Por otro lado, se allegó escrito donde la parte demandada, realiza un pago de cálculo 
actuarial. (Memorial del 04 de marzo de 2022, 3 páginas) 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
 

JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 
Visto el informe secretarial que antecede se,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: PREVIO al estudio de la presente demanda de ejecución se ordena que 
por secretaría se radique el presente proceso como ejecutivo. En consecuencia, 
LÍBRESE OFICIO con destino a la Oficina Judicial de Reparto, para efectos de 
informarle sobre la existencia de este proceso y proceda a su compensación. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
  
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 

 
 
 
 
 
c 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
C 

 

 

Juzgado Treinta y Uno 
Laboral del Circuito de 

Bogotá, D.C. 
Hoy 07 de marzo de 2022, se 
notifica el auto anterior por 
anotación el Estado n.° 035. 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN 
RUIZ  

Secretario 



Firmado Por:

 

 

Luz Amparo Sarmiento Mantilla

Juez Circuito

Juzgado De Circuito

Laboral 031

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Radicación: 11001310503120100070700 
 
INFORME SECRETARIAL. – Bogotá D.C. veintidós (22) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora juez informando que se allegó respuesta por parte del 
Juzgado 14 Civil Circuito Bogotá.  
 
Sírvase proveer. 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 
             Secretario 
 

JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 
Bogotá D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia que el Juzgado 14 Civil Circuito 
Bogotá indicó que el expediente solicitado se encuentra ahora bajo la cautela del Juzgado 5° 
Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias,  
 
En ese sentido se,  
  

RESUELVE 
 
PRIMERO: POR SECRETARÍA líbrese oficio al JUZGADO 005 CIVIL DEL CIRCUITO DE 
EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BOGOTÁ a fin de que indique si en la actualidad existe 
algún remanente que pueda ser puesto a disposición de este Juzgado como consecuencia de 
la orden de embargo decretada dentro del proceso ejecutivo hipotecario tramitado bajo el 
radicado 11001310301420070003100 de NORBEY DE JESÚS GARCÍA PATIÑO en contra 
de PROCESADORA INDUSTRIAL DE MADERA LTDA PRICOMA. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
La Juez 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 

 

 

 

C 

 
 
 
 

 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del Circuito 
de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022; se notifica el 
auto anterior por anotación en el Estado 
n.°035. 
   

 
GABRIEL FERNANDO LEON RUIZ 

Secretario 
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Juez Circuito

Juzgado De Circuito

Laboral 031
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 7a7a767ea55878203879794d0240371da12512059d1625b1e506898aed487058

Documento generado en 07/03/2022 09:01:32 AM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

Radicación No. 11001310503120140028000 
 
INFORME SECRETARIAL- Bogotá D.C, cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora Juez, informando que el apoderado de ECOPETROL 
S.A. presentó solicitud de proceso ejecutivo.  
 
Sírvase proveer.  
 

GABRIEL FERNANDO LEON RUIZ  
Secretario  

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: PREVIO al estudio de la presente demanda de ejecución se ordena que 
por secretaría se radique el presente proceso como ejecutivo. En consecuencia, 
LÍBRESE OFICIO con destino a la Oficina Judicial de Reparto, para efectos de 
informarle sobre la existencia de este proceso y proceda a su compensación. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
 
 
                                                       
 
n 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación en el 
Estado n.° 035. 

 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario  
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Radicación: 11001310503120150000800 
 

INFORME SECRETARIAL. 
 

Bogotá D.C; cuatro (04) de marzo de dos mi veintidós (2022). En Cumplimiento a lo 
ordenado en el auto que antecede; el suscrito secretario del Juzgado Treinta y Uno 
Laboral del Circuito de Bogotá, procede a practicar la siguiente liquidación de costas 
dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 
366 del C. General del Proceso, así:   
 

 Costas a cargo de la parte demandante GUSTAVO ALIRIO AMADOR 
CASTELLANOS y a favor de la demanda AEROVÍAS DEL CONTINENTE 
AMERICANO SA- AVIANCA SA 

 
Sírvase proveer 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este Juzgado que la 
liquidación de costas presentada por parte de la secretaría del despacho se ajusta a los 
tramites surtidos en el desarrollo del proceso de la referencia, razón por la cual se 
aprobará; lo anterior; teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 365 y 366 del 
Código General del Proceso. 
 
En consecuencia, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR la liquidación de costas efectuada por conducto de la secretaría 
del Juzgado en la suma de $ 5.500.000; monto a cargo de la parte GUSTAVO ALIRIO 
AMADOR CASTELLANOS y a favor de la demanda AEROVÍAS DEL CONTINENTE 
AMERICANO SA- AVIANCA SA; lo anterior teniendo en cuenta lo previsto en los 
artículos 365 y 366 del C. General del Proceso. 
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente dejando las constancias de rigor. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

 
 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 

Concepto valor 

Agencias en derecho en 1° instancia $      500.000 
Agencias en derecho en 2° instancia $                0 
Agencias en derecho recurso extraordinario casación $   5.000.000                 
Otros conceptos $                0           

Total liquidación $   5.500.000     



 

 
 
 

 
g 

Juzgado Treinta y Uno Laboral 
del Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se 
notifica el auto anterior por 
anotación en el Estado n.° 035 

 
GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 

Secretario 
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RADICACIÓN N° 11001310503120160033800 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que se encuentra pendiente el 
estudio de la contestación realizada por las integrantes de UT FOSYGA 2014; no 
obstante, lo anterior debe dársele aplicación inmediata al Auto 389 de 2021, al 
representar una nulidad insanable para el proceso. 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, es necesario advertir que, de continuar con 
el trámite del proceso, se presentaría una nulidad insanable, conforme se pasa a 
explicar. 
 
El 21 de julio de 2021, la H. Corte Constitucional, en uso de las facultades atribuidas 
desde la entrada en vigor del Acto Legislativo No. 001 de 2015, profirió el Auto 389 de 
la misma anualidad donde fijó la siguiente regla:  
 

“(…)…54. El conocimiento de los asuntos relacionados con los recobros de 
servicios y tecnologías en salud no incluidos en el POS, hoy PBS, corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, en virtud de lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto a través de estos 
se cuestiona por parte de una EPS un acto administrativo proferido por la 
ADRES. 

  
Este tipo de controversias no corresponde a las previstas en el numeral 4º del 
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en la medida 
en que no se relacionan, en estricto sentido, con la prestación de los servicios 
de la seguridad social. En cambio, se trata de litigios presentados 
exclusivamente entre entidades administradoras y relativos a la financiación de 
servicios ya prestados, que no implican a afiliados, beneficiarios o usuarios ni a 
empleadores. (…)” 

 
Frente al valor vinculante de las decisiones de los órganos de cierre, la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C – 816 de 2011 explicó:  
 

“(…)6.4.1. Mientras la jurisprudencia de juzgados y tribunales es criterio auxiliar 
de interpretación en el ejercicio de la función judicial, las sentencias de los 
órganos judiciales de cierre y unificación de las diferentes jurisdicciones, 
además del valor de cosa juzgada propio de ellas frente al caso sub judice, 
posee fuerza vinculante como precedente respecto de posteriores decisiones 
judiciales que examinen casos similares, sin perjuicio de la posibilidad 
de apartamiento e inaplicación del mismo que tiene el juez, a partir de 
argumentaciones explícitas al respecto. Y tal fuerza vinculante del precedente 
de las denominadas altas cortes puede ser extendida a la autoridad 
administrativa por el Legislador. Por ello, es exequible el inciso primero del 
artículo 102 de la Ley 1437 de 2011.    
  
6.4.2. Adicionalmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en materia 
de interpretación de la Constitución y los derechos fundamentales, tiene 
preeminencia en relación con la jurisprudencia de los órganos judiciales de 
cierre de las diferentes jurisdicciones, dada la supremacía de la Constitución 
sobre la normatividad restante del sistema jurídico y las competencias 
constitucionales de la Corte. Por ello, de conformidad con precedentes de esta 
corporación, se configuró omisión legislativa relativa en las disposiciones 
demandada e integrada, y se hace necesario condicionar la resolución 
adoptada, en los términos de la parte resolutiva de esta sentencia. (…)” 

 
En ese sentido, es clara la fuerza vinculante que tienen las decisiones emanadas de los 
órganos de cierre, y la obligación que tienen los operadores judiciales de apegarse a 
los pronunciamientos en sus decisiones, máxime cuando provienen de la Corte 
Constitucional, dada su función de interpretación de la Constitución y los derechos 
fundamentales. 
En suma, a lo anterior, es necesario traer a colación el precedente sentado por el 
Superior Jerárquico del despacho, pues en distintos pronunciamientos el H. Tribunal 
Superior de Bogotá Sala Laboral, ha estimado que la Corte Constitucional al haber 



 

proferido el auto anteriormente mencionado existe falta de jurisdicción y competencia 
para seguir conociendo de este tipo de procesos, generaría una nulidad insanable. 
 
En concordancia con la tesis expuesta, la H. Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Bogota se ha emitido las siguientes decisiones judiciales: 
 
Providencia proferida dentro del proceso ordinario 11001310501220180011201 en 
donde el H. Magistrado LUIS CARLOS GONZÁLEZ VELÁSQUEZ explicó:  
 

“(…) En el caso bajo estudio es claro, como se indicó anteriormente, que lo 
pretendido es que se CONDENE a la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES a pagar la 

suma de $53.749.063, correspondientes a 217 solicitudes de recobro por 
suministro de medicamentos NO POS ordenados mediante tutela; los perjuicios 
en la modalidad de daño emergente en cuantía de $5.374.906 y los intereses 
moratorios del artículo 4º del Decreto Ley 1281 de 2002 desde la fecha de 
exigibilidad o en subsidio el pago de las sumas reconocidas debidamente 
actualizadas conforme al IPC.  
 
El Consejo Superior de la Judicatura resolvió el conflicto de competencia 
mediante providencia de fecha 20 de marzo de 2019 en la que dispuso que el 
competente para conocer de este asunto era el Juez Doce Laboral del Circuito 
de Bogotá, con fundamento en el numeral 6º del artículo 256 de la Constitución 
Política, en consonancia con el numeral 2º de artículo 112 de la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia, respecto de lo cual cabe señalar que el artículo 
256 fue derogado parcialmente y se adicionó el artículo 241 de la Constitución 
mediante Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015, por lo que el artículo 
241 de la Constitución Política quedó de la siguiente forma:  
 

“A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de 
este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera 
que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. 
(…) 11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las 
distintas jurisdicciones. 

 
Así las cosas, para el momento en que se remitió el proceso al Consejo Superior 
de la Judicatura, el día 24 de agosto de 2018 (Oficio 898 J.60), el Artículo 256 
de la Constitución Política ya había sido derogado por el artículo 17 del Acto 
Legislativo No. 2 de 2015, que posteriormente fue declarado inexequible por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-285 de 2016, salvo en lo que tiene 
que ver con la derogatoria, tanto de la expresión "o a los Consejos seccionales, 
según el caso", como de los numerales 3º y 6º. Es decir, que continuaron 
vigentes el numeral 3º que dispone “Examinar la conducta y sancionar las faltas 
de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el 
ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley” y el numeral 6 
“Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones.), por lo que la competencia recaía en la Corte Constitucional 
desde el 1º de julio de 2015. En consecuencia, la creación y puesta en 
funcionamiento del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, no hacía que el Consejo Superior de la Judicatura continuara 
conociendo de los conflictos de competencia entre distintas jurisdicciones ya 
que la modificación de la competencia no dependía de su entrada en 
funcionamiento, pues ya se encontraba asignada a la Corte Constitucional 
mediante el Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015.  
 
Como en este caso, la providencia que resolvió el conflicto de competencia fue 
posterior a la vigencia del Acto Legislativo No. 2 de 2015, el proceso se debió 
remitir a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo 
expuesto por la Corte Constitucional en el auto AUTO-389 del 21 de julio de 
2021, toda vez que la competencia judicial para conocer asuntos relacionados 
con el pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el 
POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud; corresponde a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, ya que en este proceso la demandante EPS 
SANITAS S.A. está cuestionando por vía judicial los actos administrativos 
expedidos por el FOSYGA hoy ADRES como resultado del procedimiento 
administrativo que adelantó para el recobro de los medicamentos NO POS 
suministrados con fundamento en diversas acciones de tutela y por medio de 



 

los cuales se pronunció la accionada en relación con las obligaciones 
reclamadas, para lo que se tiene en cuenta que además se solicita el pago de 
los perjuicios en la modalidad de daño emergente, controversias que se 
encuadran en la competencia judicial asignada a los jueces contencioso 
administrativos, de conformidad con el inciso 1º del artículo 104 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
Lo anterior impide continuar con el conocimiento del proceso y en consecuencia 
se procederá a declarar la falta de jurisdicción y competencia de este Tribunal 
para conocer del asunto y se ordenará que por la Secretaría de la Sala Laboral 
se remitan las diligencias a la oficina de Reparto para que sean repartidas a los 
Jueces Administrativos. (…)” 

 
En igual sentido se encuentra la decisión proferida dentro del proceso 110013105031 
15 2014 00645 01 del 10 de febrero de 2022, donde el H. Dr. MILLER ESQUIVEL 
GAITÁN precisó:  
 

“(…)Si bien en el asunto objeto de estudio se dirimió el conflicto de competencia 
el 30 de mayo de 2018, no menos cierto es que ello aconteció con posterioridad 

al Acto Legislativo 02 de 2015, al tenor de las pretensiones reclamadas es claro 
que no es posible continuar con el trámite del asunto en esta jurisdicción.  
 
En tal medida y conforme lo reglado por el artículo 16 del CGP, en concordancia 
con el artículo 138 ibídem, aplicable a los juicios laborales, por remisión expresa 
del artículo 145 del CPTSS, se procederá a declarar la falta de jurisdicción y 
competencia, y se ordenará la remisión de las diligencias a los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá(…)” 

 
De igual manera dentro del expediente 110013105 015 2020 00276 01 en decisión del 
30 de noviembre de 2021, el Dr. RAFAEL MORENO VARGAS concluyó:  
 

“(…)Sería del caso resolver el recurso de apelación interpuesto, si no es porque 
esta Sala de Decisión se percata de la incursión en este trámite judicial de una 
causal de nulidad insanable que impide asumir el conocimiento de la causa 
como lo es la falta de jurisdicción, por lo siguiente:  
 
En efecto, demarcado el sustrato fáctico y petitorio de la presente causa, así 
como el acontecer procesal desde su génesis, observa la Sala que hay lugar a 
declarar la nulidad de lo actuado y remitir las actuaciones a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, de acuerdo con los lineamientos trazados en 
reciente pronunciamiento proferido por la Corte Constitucional en Auto 389 del 
22 de julio de 2021, en el que en un asunto de idénticos contornos fácticos a los 
que aquí se ventilan dirimió un conflicto de competencia que se había suscitado 
entre el Juzgado 6º Laboral del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 
Administrativo del Circuito de Bogotá, en donde concluyó que el asunto no 
correspondía a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil ni laboral, sino 
que se debía remitir el conocimiento del asunto al mencionado Juzgado 
Administrativo del Circuito de Bogotá.  
 
Para arribar a tal conclusión, consideró que el numeral 4º del artículo 2 del 
CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida que no 
corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la prestación 
de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de controversias 
presentadas únicamente entre entidades administradoras relativas a la 
financiación de un servicio que ya se prestó. Para arribar a esta conclusión 
consideró lo siguiente:…  

 

…Conforme a lo anterior, concluyó que la competencia judicial para conocer 

asuntos relacionados con el pago de recobros judiciales al Estado por 
prestaciones no incluidas en el POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a 
las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Definida de esta 
forma la falta de jurisdicción, se debe acudir a lo dispuesto por el artículo 16 del 
CGP, que proclama la improrrogabilidad de la jurisdicción, al establecer que: «la 
jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 
improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de 
jurisdicción o la falta de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo 
actuado conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que 



 

será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez competente. Lo actuado 
con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de competencia será 
nulo». En ese orden de ideas, la falta de jurisdicción tal y como lo habilitan las 
normas instrumentales que regulan la materia, al no poder ser prorrogada o 
saneada, puede ser declarada aun de oficio en cualquier momento, conservando 
validez lo actuado. Así pues, atendiendo este perentorio mandato legal, se 
deberá declarar oficiosamente la falta de jurisdicción, y con ella la nulidad de 
todo lo actuado incluido el auto proferido el 23 de julio de 2021 por el Juzgado 
15 Laboral del Circuito Bogotá, conservando en todo lo demás validez lo 
actuado en primera instancia, por lo que se deberán remitir las diligencias al 
reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá.(…)” 

 

Por ultimo la decisión proferida dentro del proceso 11001310501220190006901 
proferida por la H. Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO donde al revisar la apelación 
de la sentencia proferida por el Juzgado 12 Laboral del Circuito el 14 de agosto de 
2020 indicó:  
 

“(…)En este orden, se trata de un conflicto jurídico relacionado con el pago de 
recobros judiciales al Estado por una prestación que ya se surtió, además, en la 
controversia no intervienen afiliados, beneficiarios, usuarios o empleadores, 
únicamente involucra dos entidades administradoras, por ende, no es aplicable 
el artículo 2 del CPTSS 
 
Y, atendiendo que el recobro de los pagos realizados se efectuó a través del 
procedimiento administrativo surtido ante ADRES con reclamación 
administrativa que presentó la EPS demandante y se obtuvo pronunciamiento 
negativo de la entidad pública, el litigio debe ser tramitado ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, 
máxime si se buscan intereses moratorios o indexación como perjuicios o 
reparación de los daños causados por el hecho u omisión de ADRES. 
 
De lo expuesto se sigue, declarar la nulidad de lo actuado ante la falta de 
competencia de esta jurisdicción para dirimir el asunto debatido, en 
consecuencia, se ordenará al juez de primera instancia que remita el expediente 
a los jueces administrativos para lo de su cargo. Sin costas en las instancias. 
(…)” 

 
De los anteriores planteamientos es dable concluir que efectivamente el superior 
jerárquico ha dado aplicación a lo preceptuado en el Auto 389 del 21 de julio de 2021, 
máxime cuando ha indicado que la nulidad acarreada por la falta de jurisdicción o 
competencia es insanable y por lo tanto ha declarado la nulidad de sentencias 
judiciales, ordenando la remisión de los procesos a los Juzgados Administrativos de 
Bogota, por lo anterior en apego al precedente judicial este estrado judicial deberá 
remitir de manera inmediata el proceso de la referencia en el estado en el que se 
encuentra a la jurisdicción competente.  
 
Por último, se advierte que en virtud de los Artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez, situación en la cual el juez competente debe dar el trámite 
correspondiente para continuar con el proceso. 
 
Por lo anterior, se  

RESUELVE 
 

PRIMERO. DECLARAR que existe falta de jurisdicción y competencia para seguir 
conociendo del proceso de la referencia, conforme a lo expuesto en la parte motiva de 
la presente providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR el presente expediente a la oficina de REPARTO DE LOS 
JUECES ADMINISTRATIVOS DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 
 
TERCERO: ADVERTIR que conforme los artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
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Radicación: 11001310503120170002900 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá, D.C; cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora Juez, informando que la parte ejecutada 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES constituyó el 
titulo judicial por valor de $ 50.000. 
 
Sírvase proveer.  

 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D.C, cuarto (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este estrado judicial 
que COLPENSIONES constituyó el titulo judicial por valor de $ 50.000. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior y sumado al monto cancelado en resolución SUB 
122650 del 05 de junio de 2020, considera el juzgado que la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, acreditó el pago total de la 
obligación y por tal motivo, el Juzgado  

RESUELVE 

PRIMERO: TERMINAR el proceso ejecutivo por pago total de la obligación. 

SEGUNDO: ORDENAR el levantamiento de la totalidad de medidas cautelares que 
eventualmente se hubieran decretado. 

TERCERO: ORDENAR la entrega de los títulos constituidos a favor de la apoderada 
judicial de la parte ejecutante MARIA ANGÉLICA LA ROTTA GÓMEZ identificada con 
la C.C No. 52.390.520, el cual se deberá realizar mediante la modalidad de abono a 
cuenta. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

La Juez, 

 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
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Juzgado Treinta y Uno Laboral 
del Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se 
notifica el auto anterior por 
anotación en el Estado n.° 035 

 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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Radicación N°. 11001310503120170014300 
 
Informe Secretarial. Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que el 31 de enero de 2022 se 
libraron los oficios de embargo a las entidades financieras señaladas en el numeral 
tercero del auto que antecede. 
 
Por su parte, BBVA dio respuesta el 1 de febrero de 2022. 
 
Finalmente, la parte ejecutante guardó silencio frente a los requerimientos realizados 
en auto del 13 de diciembre de 2021. 
 
Sírvase proveer.  
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, y en vista de que se encuentra pendiente la 
respuesta de BANCOLOMBIA y AV VILLAS, por secretaría se librarán nuevamente los 
oficios de embargo y retención de dineros. Por su parte, teniendo en cuenta que BBVA 
allegó respuesta, se pondrá en conocimiento de la parte actora.  

Ahora bien, no se evidencia actuación alguna desplegada por la parte ejecutante, por 
lo que se requerirá nuevamente para que de impulso al proceso y proceda a presentar 
la liquidación del crédito. 

En consecuencia, se  

RESUELVE: 

PRIMERO: POR SECRETARÍA líbrense nuevamente los oficios de embargo y 
retención de dineros dirigidos a las entidades financieras BANCOLOMBIA y AV VILLAS. 
 
SEGUNDO: PONER EN CONOCIMIENTO de la parte actora la respuesta allegada por 
BBVA el 1 de febrero de 2021. 
 
TERCERO: REQUERIR a la parte ejecutante para que de impulso al proceso y proceda 
a presentar la liquidación del crédito, de conformidad con el auto de 13 de diciembre 
de 2021.  
 
Por secretaría, líbrese comunicación electrónica a la apoderada de la parte actora, al 
correo electrónico tanivera01@hotmail.com.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

La Juez,  

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 

 
                                                      
 

n 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el 
Estado n.° 035. 

 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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Radicación: 11001310503120170017900 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que las entidades financieras 
BANCO GNB SUDAMERIS, COLPATRIA, CREDIFINANCIERA, CAJA SOCIAL, BBVA, 
BANCO DE OCCIDENTE, CITIBANK COLOMBIA, BANCAMIA, BANCO POPULAR y BANCO 
AGRARIO dieron respuesta a los oficios de embargo librados. 
 
Sírvase Proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: PONER EN CONOCIMIENTO de la parte actora la respuesta allegada por 
las entidades financieras BANCO GNB SUDAMERIS, COLPATRIA, CREDIFINANCIERA, 
CAJA SOCIAL, BBVA, BANCO DE OCCIDENTE, CITIBANK COLOMBIA, BANCAMIA, 
BANCO POPULAR y BANCO AGRARIO, para que realice las manifestaciones que 
considere pertinentes.  
 
SEGUNDO: POR SECRETARÍA líbrese nuevamente los oficios de embargo a las 
entidades BANCOLOMBIA y BANCO ITAÚ, en los términos señalados en el auto de 13 
de diciembre de 2021. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 

 

 

n 
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Radicación: 11001310503120170057300 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá, D.C; cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora Juez, informando que las entidades financieras 
oficiadas allegaron respuesta respecto de la medida cautelar decretada. 
 
Sírvase proveer.  

 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D.C, cuarto (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 

De conformidad con el informe secretarial que antecede y teniendo en cuenta las 
actuaciones adelantadas, el Juzgado  

RESUELVE 

PRIMERO: PONER en conocimiento de la parte ejecutante las respuestas emitidas por 
las entidades financieras oficiadas. 

SEGUNDO: REQUERIR a la parte ejecutante para que allegue con destino al 
expediente el certificado actualizado de tradición y libertad del inmueble identificado 
con la matricula No. 50C-929330, con el fin de conocer si se materializó la medida 
cautelar decretada en contra del ejecutado JOSÉ WILSON ORJUELA BERNAL 
identificado con la C.C No. 79.277.722. 

TERCERO: DECRETAR el embargo y posterior secuestro del inmueble propiedad del 
ejecutado JOSÉ WILSON ORJUELA BERNAL C.C No. 792.77.722, identificado con la 
matricula inmobiliaria No. 50C-919620. 

Por secretaria elabórese el oficio correspondiente con destino a la oficina de 
REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ – ZONA CENTRO, 
limitando el monto de la medida cautelar en la suma de $ 50.000.000. 

Se aclara que el oficio deberá ser tramitado por la parte interesada. 

CUARTO: POR SECRETARIA líbrese oficio con destino a la oficina de REGISTRO DE 
INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ – ZONA CENTRO con el fin de que 
indique el tramite adelantado en la solicitud elevada el 10 de febrero de 2020, bajo el 
consecutivo No. 2020-10385 y así poder conocer si se materializó la orden de embargo 
comunicada en el oficio No. 905 del 09-08-2019. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

La Juez, 

 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 

 
 
 
                              
G 

Juzgado Treinta y Uno Laboral 
del Circuito de Bogotá, D.C. 
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GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
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Radicación: 11001310503120180016900 
 

INFORME SECRETARIAL. 
 

Bogotá D.C; cuatro (04) de marzo de dos mi veintidós (2022). En Cumplimiento a lo 
ordenado en el auto que antecede; el suscrito secretario del Juzgado Treinta y Uno 
Laboral del Circuito de Bogotá, procede a practicar la siguiente liquidación de costas 
dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 
366 del C. General del Proceso, así:   
 

 Costas a cargo de la parte demandante HERNANDO RODRÍGUEZ 
SARMIENTO y a favor de las demandadas SOCIEDAD ADMINISTRADORA 
DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR SA y 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES en 
forma proporcional.  

 
Sírvase proveer 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este Juzgado que la 
liquidación de costas presentada por parte de la secretaría del despacho se ajusta a los 
tramites surtidos en el desarrollo del proceso de la referencia, razón por la cual se 
aprobará; lo anterior; teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 365 y 366 del 
Código General del Proceso. 
 
En consecuencia, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR la liquidación de costas efectuada por conducto de la secretaría 
del Juzgado en la suma de $ 414.058; monto a cargo de la parte HERNANDO 
RODRÍGUEZ SARMIENTO y a favor de las demandadas SOCIEDAD 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR SA y 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES en forma 
proporcional; lo anterior teniendo en cuenta lo previsto en los artículos 365 y 366 del 
C. General del Proceso. 
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente dejando las constancias de rigor. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

 
 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 

Concepto valor 

Agencias en derecho en 1° instancia $      414.058 
Agencias en derecho en 2° instancia $                0 
Agencias en derecho recurso extraordinario casación $                0                 
Otros conceptos $                0           

Total liquidación $       414.058 
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Radicación n° 11001310503120180042900 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá, D.C. cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que revisadas las actuaciones 
surtidas dentro del proceso no se evidencia el emplazamiento de la ejecutada. 

Sírvase proveer.  
GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  

Secretario 
 

JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 
Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 
Visto el informe secretarial que antecede, el Juzgado observa que por auto del 7 de 
julio de 2021 se nombró curador ad litem para que representara los intereses de la 
ejecutada, además de ordenar el emplazamiento en el numeral primero de SAETA 
EXPRESS LTDA TRANSPORTES DE CARGA – EN LIQUIDACION, sin embargo, después 
de realizar la notificación al curador se siguió adelante la ejecución pues no se 
presentó escrito de excepciones, a pesar de echar en falta el respectivo 
emplazamiento. 

En este sentido, el artículo 133 del C.G. del P. señala las causales de nulidad, así: 

“(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de 
las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 
como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera 
de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 
Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con 
la ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 
una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 
mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación 
omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha 
providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 
código. (…) 

Por lo que, deberá declararse la nulidad de todo lo actuado a partir del auto de 6 de 
octubre de 2021, y previo a dar aplicación el artículo 440 del C. General del Proceso, 
se ordenará para que por secretaría se realice el emplazamiento de la ejecutada SAETA 
EXPRESS LTDA TRANSPORTES DE CARGA – EN LIQUIDACION por medio del Registro 
Nacional de Personas Emplazadas. 

En consecuencia se,  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR la nulidad de todo lo actuado a partir del auto de 6 de octubre 
de 2021. 

SEGUNDO: Ordenar el emplazamiento de de la ejecutada SAETA EXPRESS LTDA 
TRANSPORTES DE CARGA – EN LIQUIDACION, por medio del Registro Nacional de 
Personas Emplazadas.  

Por secretaría realícese las gestiones pertinentes. 

TERCERO: UNA VEZ cumplido lo señalado en el numeral anterior, entre nuevamente 
el proceso al despacho para lo pertinente. 
  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 



 

 

 

n 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el 
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Radicación: 11001310503120180047800 
 

INFORME SECRETARIAL. 
 

Bogotá D.C; cuatro (04) de marzo de dos mi veintidós (2022). En Cumplimiento a lo 
ordenado en el auto que antecede; el suscrito secretario del Juzgado Treinta y Uno 
Laboral del Circuito de Bogotá, procede a practicar la siguiente liquidación de costas 
dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 
366 del C. General del Proceso, así:   
 

 Costas a cargo de la parte demandante LAURA NATALIA PRIETO JIMÉNEZ y 
a favor de la parte demandada MULTIENLACE SAS   

 
Sírvase proveer 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este Juzgado que la 
liquidación de costas presentada por parte de la secretaría del despacho se ajusta a los 
tramites surtidos en el desarrollo del proceso de la referencia, razón por la cual se 
aprobará; lo anterior; teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 365 y 366 del 
Código General del Proceso. 
 
En consecuencia, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR la liquidación de costas efectuada por conducto de la secretaría 
del Juzgado en la suma de $ 100.000; monto a cargo de la parte demandante LAURA 
NATALIA PRIETO JIMÉNEZ y a favor de la parte demandada MULTIENLACE SAS; 
lo anterior teniendo en cuenta lo previsto en los artículos 365 y 366 del C. General del 
Proceso. 
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente dejando las constancias de rigor. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

 
 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 

Concepto valor 

Agencias en derecho en 1° instancia $      100.000 
Agencias en derecho en 2° instancia $                0 
Agencias en derecho recurso extraordinario casación $                0                 
Otros conceptos $                0           

Total liquidación $       100.000 
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Radicación: 11001310503120190005500 
 

INFORME SECRETARIAL. 
 

Bogotá D.C; cuatro (04) de marzo de dos mi veintidós (2022). En Cumplimiento a lo 
ordenado en el auto que antecede; el suscrito secretario del Juzgado Treinta y Uno 
Laboral del Circuito de Bogotá, procede a practicar la siguiente liquidación de costas 
dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 
366 del C. General del Proceso, así:   
 

 Costas a cargo de la parte demandada HELMERICH & PAYNE COLOMBIA 
DRILLING CO y a favor de la parte demandante ARTEMIO CABEZAS 
ANGULO.  

 
Sírvase proveer 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este Juzgado que la 
liquidación de costas presentada por parte de la secretaría del despacho se ajusta a los 
tramites surtidos en el desarrollo del proceso de la referencia, razón por la cual se 
aprobará; lo anterior; teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 365 y 366 del 
Código General del Proceso. 
 
En consecuencia, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR la liquidación de costas efectuada por conducto de la secretaría 
del Juzgado en la suma de $ 414.058; monto a cargo de la parte demandada 
HELMERICH & PAYNE COLOMBIA DRILLING CO y a favor de la parte demandante 
ARTEMIO CABEZAS ANGULO; lo anterior teniendo en cuenta lo previsto en los 
artículos 365 y 366 del C. General del Proceso. 
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente dejando las constancias de rigor. 
 
TERCERO: PREVIO a resolver respecto de la solicitud de ejecución de la sentencia, 
por secretaría compénsese el expediente como un proceso ejecutivo. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

 
 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 

Concepto valor 

Agencias en derecho en 1° instancia $      414.058 
Agencias en derecho en 2° instancia $                0 
Agencias en derecho recurso extraordinario casación $                0                 
Otros conceptos $                0           

Total liquidación $       414.058 
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RADICACIÓN N° 11001310503120190015300 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que se encuentra pendiente el 
estudio de la contestación aportada por las integrantes de UT FOSYGA 2014; no 
obstante, lo anterior debe dársele aplicación inmediata al Auto 389 de 2021, al 
representar una nulidad insanable para el proceso. 
 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, es necesario advertir que, de continuar con 
el trámite del proceso, se presentaría una nulidad insanable, conforme se pasa a 
explicar. 
 
Dentro del presente tramite el H. Consejo Superior de la Judicatura ya había resuelto 
el conflicto de competencias que se suscitó entre el despacho y el Juzgado Treinta y 
Uno Administrativo Oral del Circuito de Bogotá, el 14 de noviembre de 2019, 
atribuyendo la competencia al presente Juzgado. 
 
No obstante, lo anterior, el 21 de julio de 2021, la H. Corte Constitucional, en uso de 
las facultades atribuidas desde la entrada en vigor del Acto Legislativo No. 001 de 
2015, profirió el Auto 389 de la misma anualidad donde fijó la siguiente regla:  
 

“(…)…54. El conocimiento de los asuntos relacionados con los recobros de 
servicios y tecnologías en salud no incluidos en el POS, hoy PBS, corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, en virtud de lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto a través de estos 
se cuestiona por parte de una EPS un acto administrativo proferido por la 
ADRES. 

  
Este tipo de controversias no corresponde a las previstas en el numeral 4º del 
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en la medida 
en que no se relacionan, en estricto sentido, con la prestación de los servicios 
de la seguridad social. En cambio, se trata de litigios presentados 
exclusivamente entre entidades administradoras y relativos a la financiación de 
servicios ya prestados, que no implican a afiliados, beneficiarios o usuarios ni a 
empleadores. (…)” 

 
Frente al valor vinculante de las decisiones de los órganos de cierre, la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C – 816 de 2011 explicó:  
 

“(…)6.4.1. Mientras la jurisprudencia de juzgados y tribunales es criterio auxiliar 
de interpretación en el ejercicio de la función judicial, las sentencias de los 
órganos judiciales de cierre y unificación de las diferentes jurisdicciones, 
además del valor de cosa juzgada propio de ellas frente al caso sub judice, 
posee fuerza vinculante como precedente respecto de posteriores decisiones 
judiciales que examinen casos similares, sin perjuicio de la posibilidad 
de apartamiento e inaplicación del mismo que tiene el juez, a partir de 
argumentaciones explícitas al respecto. Y tal fuerza vinculante del precedente 
de las denominadas altas cortes puede ser extendida a la autoridad 
administrativa por el Legislador. Por ello, es exequible el inciso primero del 
artículo 102 de la Ley 1437 de 2011.    
  
6.4.2. Adicionalmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en materia 
de interpretación de la Constitución y los derechos fundamentales, tiene 
preeminencia en relación con la jurisprudencia de los órganos judiciales de 
cierre de las diferentes jurisdicciones, dada la supremacía de la Constitución 
sobre la normatividad restante del sistema jurídico y las competencias 
constitucionales de la Corte. Por ello, de conformidad con precedentes de esta 
corporación, se configuró omisión legislativa relativa en las disposiciones 
demandada e integrada, y se hace necesario condicionar la resolución 
adoptada, en los términos de la parte resolutiva de esta sentencia. (…)” 

 
En ese sentido, es clara la fuerza vinculante que tienen las decisiones emanadas de los 
órganos de cierre, y la obligación que tienen los operadores judiciales de apegarse a 



 

los pronunciamientos en sus decisiones, máxime cuando provienen de la Corte 
Constitucional, dada su función de interpretación de la Constitución y los derechos 
fundamentales. 
En suma, a lo anterior, es necesario traer a colación el precedente sentado por el 
Superior Jerárquico del despacho, pues en distintos pronunciamientos el H. Tribunal 
Superior de Bogotá Sala Laboral, ha estimado que la Corte Constitucional al haber 
proferido el auto anteriormente mencionado existe falta de jurisdicción y competencia 
para seguir conociendo de este tipo de procesos, generaría una nulidad insanable. 
 
En concordancia con la tesis expuesta, la H. Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Bogota se ha emitido las siguientes decisiones judiciales: 
 
Providencia proferida dentro del proceso ordinario 11001310501220180011201 en 
donde el H. Magistrado LUIS CARLOS GONZÁLEZ VELÁSQUEZ explicó:  
 

“(…) En el caso bajo estudio es claro, como se indicó anteriormente, que lo 
pretendido es que se CONDENE a la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES a pagar la 

suma de $53.749.063, correspondientes a 217 solicitudes de recobro por 
suministro de medicamentos NO POS ordenados mediante tutela; los perjuicios 
en la modalidad de daño emergente en cuantía de $5.374.906 y los intereses 
moratorios del artículo 4º del Decreto Ley 1281 de 2002 desde la fecha de 
exigibilidad o en subsidio el pago de las sumas reconocidas debidamente 
actualizadas conforme al IPC.  
 
El Consejo Superior de la Judicatura resolvió el conflicto de competencia 
mediante providencia de fecha 20 de marzo de 2019 en la que dispuso que el 
competente para conocer de este asunto era el Juez Doce Laboral del Circuito 
de Bogotá, con fundamento en el numeral 6º del artículo 256 de la Constitución 
Política, en consonancia con el numeral 2º de artículo 112 de la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia, respecto de lo cual cabe señalar que el artículo 
256 fue derogado parcialmente y se adicionó el artículo 241 de la Constitución 
mediante Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015, por lo que el artículo 
241 de la Constitución Política quedó de la siguiente forma:  
 

“A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de 
este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera 
que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. 
(…) 11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las 
distintas jurisdicciones. 

 
Así las cosas, para el momento en que se remitió el proceso al Consejo Superior 
de la Judicatura, el día 24 de agosto de 2018 (Oficio 898 J.60), el Artículo 256 
de la Constitución Política ya había sido derogado por el artículo 17 del Acto 
Legislativo No. 2 de 2015, que posteriormente fue declarado inexequible por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-285 de 2016, salvo en lo que tiene 
que ver con la derogatoria, tanto de la expresión "o a los Consejos seccionales, 
según el caso", como de los numerales 3º y 6º. Es decir, que continuaron 
vigentes el numeral 3º que dispone “Examinar la conducta y sancionar las faltas 
de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el 
ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley” y el numeral 6 
“Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones.), por lo que la competencia recaía en la Corte Constitucional 
desde el 1º de julio de 2015. En consecuencia, la creación y puesta en 
funcionamiento del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, no hacía que el Consejo Superior de la Judicatura continuara 
conociendo de los conflictos de competencia entre distintas jurisdicciones ya 
que la modificación de la competencia no dependía de su entrada en 
funcionamiento, pues ya se encontraba asignada a la Corte Constitucional 
mediante el Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015.  
 
Como en este caso, la providencia que resolvió el conflicto de competencia fue 
posterior a la vigencia del Acto Legislativo No. 2 de 2015, el proceso se debió 
remitir a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo 
expuesto por la Corte Constitucional en el auto AUTO-389 del 21 de julio de 
2021, toda vez que la competencia judicial para conocer asuntos relacionados 
con el pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el 
POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del 



 

Sistema General de Seguridad Social en Salud; corresponde a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, ya que en este proceso la demandante EPS 
SANITAS S.A. está cuestionando por vía judicial los actos administrativos 
expedidos por el FOSYGA hoy ADRES como resultado del procedimiento 
administrativo que adelantó para el recobro de los medicamentos NO POS 
suministrados con fundamento en diversas acciones de tutela y por medio de 
los cuales se pronunció la accionada en relación con las obligaciones 
reclamadas, para lo que se tiene en cuenta que además se solicita el pago de 
los perjuicios en la modalidad de daño emergente, controversias que se 
encuadran en la competencia judicial asignada a los jueces contencioso 
administrativos, de conformidad con el inciso 1º del artículo 104 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
Lo anterior impide continuar con el conocimiento del proceso y en consecuencia 
se procederá a declarar la falta de jurisdicción y competencia de este Tribunal 
para conocer del asunto y se ordenará que por la Secretaría de la Sala Laboral 
se remitan las diligencias a la oficina de Reparto para que sean repartidas a los 
Jueces Administrativos. (…)” 

 
En igual sentido se encuentra la decisión proferida dentro del proceso 110013105031 
15 2014 00645 01 del 10 de febrero de 2022, donde el H. Dr. MILLER ESQUIVEL 
GAITÁN precisó:  
 

“(…)Si bien en el asunto objeto de estudio se dirimió el conflicto de competencia 
el 30 de mayo de 2018, no menos cierto es que ello aconteció con posterioridad 

al Acto Legislativo 02 de 2015, al tenor de las pretensiones reclamadas es claro 
que no es posible continuar con el trámite del asunto en esta jurisdicción.  
 
En tal medida y conforme lo reglado por el artículo 16 del CGP, en concordancia 
con el artículo 138 ibídem, aplicable a los juicios laborales, por remisión expresa 
del artículo 145 del CPTSS, se procederá a declarar la falta de jurisdicción y 
competencia, y se ordenará la remisión de las diligencias a los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá(…)” 

 
De igual manera dentro del expediente 110013105 015 2020 00276 01 en decisión del 
30 de noviembre de 2021, el Dr. RAFAEL MORENO VARGAS concluyó:  
 

“(…)Sería del caso resolver el recurso de apelación interpuesto, si no es porque 
esta Sala de Decisión se percata de la incursión en este trámite judicial de una 
causal de nulidad insanable que impide asumir el conocimiento de la causa 
como lo es la falta de jurisdicción, por lo siguiente:  
 
En efecto, demarcado el sustrato fáctico y petitorio de la presente causa, así 
como el acontecer procesal desde su génesis, observa la Sala que hay lugar a 
declarar la nulidad de lo actuado y remitir las actuaciones a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, de acuerdo con los lineamientos trazados en 
reciente pronunciamiento proferido por la Corte Constitucional en Auto 389 del 
22 de julio de 2021, en el que en un asunto de idénticos contornos fácticos a los 
que aquí se ventilan dirimió un conflicto de competencia que se había suscitado 
entre el Juzgado 6º Laboral del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 
Administrativo del Circuito de Bogotá, en donde concluyó que el asunto no 
correspondía a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil ni laboral, sino 
que se debía remitir el conocimiento del asunto al mencionado Juzgado 
Administrativo del Circuito de Bogotá.  
 
Para arribar a tal conclusión, consideró que el numeral 4º del artículo 2 del 
CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida que no 
corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la prestación 
de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de controversias 
presentadas únicamente entre entidades administradoras relativas a la 
financiación de un servicio que ya se prestó. Para arribar a esta conclusión 
consideró lo siguiente:…  

 

…Conforme a lo anterior, concluyó que la competencia judicial para conocer 

asuntos relacionados con el pago de recobros judiciales al Estado por 
prestaciones no incluidas en el POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a 
las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Definida de esta 



 

forma la falta de jurisdicción, se debe acudir a lo dispuesto por el artículo 16 del 
CGP, que proclama la improrrogabilidad de la jurisdicción, al establecer que: «la 
jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 
improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de 
jurisdicción o la falta de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo 
actuado conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que 
será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez competente. Lo actuado 
con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de competencia será 
nulo». En ese orden de ideas, la falta de jurisdicción tal y como lo habilitan las 
normas instrumentales que regulan la materia, al no poder ser prorrogada o 
saneada, puede ser declarada aun de oficio en cualquier momento, conservando 
validez lo actuado. Así pues, atendiendo este perentorio mandato legal, se 
deberá declarar oficiosamente la falta de jurisdicción, y con ella la nulidad de 
todo lo actuado incluido el auto proferido el 23 de julio de 2021 por el Juzgado 
15 Laboral del Circuito Bogotá, conservando en todo lo demás validez lo 
actuado en primera instancia, por lo que se deberán remitir las diligencias al 
reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá.(…)” 

 

Por ultimo la decisión proferida dentro del proceso 11001310501220190006901 
proferida por la H. Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO donde al revisar la apelación 
de la sentencia proferida por el Juzgado 12 Laboral del Circuito el 14 de agosto de 
2020 indicó:  
 

“(…)En este orden, se trata de un conflicto jurídico relacionado con el pago de 
recobros judiciales al Estado por una prestación que ya se surtió, además, en la 
controversia no intervienen afiliados, beneficiarios, usuarios o empleadores, 
únicamente involucra dos entidades administradoras, por ende, no es aplicable 
el artículo 2 del CPTSS 
 
Y, atendiendo que el recobro de los pagos realizados se efectuó a través del 
procedimiento administrativo surtido ante ADRES con reclamación 
administrativa que presentó la EPS demandante y se obtuvo pronunciamiento 
negativo de la entidad pública, el litigio debe ser tramitado ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, 
máxime si se buscan intereses moratorios o indexación como perjuicios o 
reparación de los daños causados por el hecho u omisión de ADRES. 
 
De lo expuesto se sigue, declarar la nulidad de lo actuado ante la falta de 
competencia de esta jurisdicción para dirimir el asunto debatido, en 
consecuencia, se ordenará al juez de primera instancia que remita el expediente 
a los jueces administrativos para lo de su cargo. Sin costas en las instancias. 
(…)” 

 
De los anteriores planteamientos es dable concluir que efectivamente el superior 
jerárquico ha dado aplicación a lo preceptuado en el Auto 389 del 21 de julio de 2021, 
máxime cuando ha indicado que la nulidad acarreada por la falta de jurisdicción o 
competencia es insanable y por lo tanto ha declarado la nulidad de sentencias 
judiciales, ordenando la remisión de los procesos a los Juzgados Administrativos de 
Bogota, por lo anterior en apego al precedente judicial este estrado judicial deberá 
remitir de manera inmediata el proceso de la referencia en el estado en el que se 
encuentra a la jurisdicción competente.  
 
Por último, se advierte que en virtud de los Artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez, situación en la cual el juez competente debe dar el trámite 
correspondiente para continuar con el proceso. 
 
Por lo anterior, se  

RESUELVE 
 

PRIMERO. DECLARAR que existe falta de jurisdicción y competencia para seguir 
conociendo del proceso de la referencia, conforme a lo expuesto en la parte motiva de 
la presente providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR el presente expediente al JUZGADO TREINTA Y UNO 
ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ a fin de que se continue con 
el trámite correspondiente.  
 
TERCERO: ADVERTIR que conforme los artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez. 



 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 

 
C 

 

 

 

 

 

 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022; se 
notifica el auto anterior por 
anotación en el Estado n.°035. 
   

 
GABRIEL FERNANDO LEON RUIZ 

Secretario 
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RADICACIÓN N° 11001310503120190018700 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que se encuentra pendiente el 
estudio de la contestación aportada por las integrantes de UT FOSYGA 2014; no 
obstante, lo anterior debe dársele aplicación inmediata al Auto 389 de 2021, al 
representar una nulidad insanable para el proceso. 
 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, es necesario advertir que, de continuar con 
el trámite del proceso, se presentaría una nulidad insanable, conforme se pasa a 
explicar. 
 
Dentro del presente tramite el H. Consejo Superior de la Judicatura ya había resuelto 
el conflicto de competencias que se suscitó entre el despacho y el Juzgado 65 
Administrativo del Circuito judicial de Bogotá Seccion Tercera, el 27 de agosto de 
2020, atribuyendo la competencia al presente Juzgado. 
 
No obstante, lo anterior, el 21 de julio de 2021, la H. Corte Constitucional, en uso de 
las facultades atribuidas desde la entrada en vigor del Acto Legislativo No. 001 de 
2015, profirió el Auto 389 de la misma anualidad donde fijó la siguiente regla:  
 

“(…)…54. El conocimiento de los asuntos relacionados con los recobros de 
servicios y tecnologías en salud no incluidos en el POS, hoy PBS, corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, en virtud de lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto a través de estos 
se cuestiona por parte de una EPS un acto administrativo proferido por la 
ADRES. 

  
Este tipo de controversias no corresponde a las previstas en el numeral 4º del 
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en la medida 
en que no se relacionan, en estricto sentido, con la prestación de los servicios 
de la seguridad social. En cambio, se trata de litigios presentados 
exclusivamente entre entidades administradoras y relativos a la financiación de 
servicios ya prestados, que no implican a afiliados, beneficiarios o usuarios ni a 
empleadores. (…)” 

 
Frente al valor vinculante de las decisiones de los órganos de cierre, la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C – 816 de 2011 explicó:  
 

“(…)6.4.1. Mientras la jurisprudencia de juzgados y tribunales es criterio auxiliar 
de interpretación en el ejercicio de la función judicial, las sentencias de los 
órganos judiciales de cierre y unificación de las diferentes jurisdicciones, 
además del valor de cosa juzgada propio de ellas frente al caso sub judice, 
posee fuerza vinculante como precedente respecto de posteriores decisiones 
judiciales que examinen casos similares, sin perjuicio de la posibilidad 
de apartamiento e inaplicación del mismo que tiene el juez, a partir de 
argumentaciones explícitas al respecto. Y tal fuerza vinculante del precedente 
de las denominadas altas cortes puede ser extendida a la autoridad 
administrativa por el Legislador. Por ello, es exequible el inciso primero del 
artículo 102 de la Ley 1437 de 2011.    
  
6.4.2. Adicionalmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en materia 
de interpretación de la Constitución y los derechos fundamentales, tiene 
preeminencia en relación con la jurisprudencia de los órganos judiciales de 
cierre de las diferentes jurisdicciones, dada la supremacía de la Constitución 
sobre la normatividad restante del sistema jurídico y las competencias 
constitucionales de la Corte. Por ello, de conformidad con precedentes de esta 
corporación, se configuró omisión legislativa relativa en las disposiciones 
demandada e integrada, y se hace necesario condicionar la resolución 
adoptada, en los términos de la parte resolutiva de esta sentencia. (…)” 

 
En ese sentido, es clara la fuerza vinculante que tienen las decisiones emanadas de los 
órganos de cierre, y la obligación que tienen los operadores judiciales de apegarse a 



 

los pronunciamientos en sus decisiones, máxime cuando provienen de la Corte 
Constitucional, dada su función de interpretación de la Constitución y los derechos 
fundamentales. 
En suma, a lo anterior, es necesario traer a colación el precedente sentado por el 
Superior Jerárquico del despacho, pues en distintos pronunciamientos el H. Tribunal 
Superior de Bogotá Sala Laboral, ha estimado que la Corte Constitucional al haber 
proferido el auto anteriormente mencionado existe falta de jurisdicción y competencia 
para seguir conociendo de este tipo de procesos, generaría una nulidad insanable. 
 
En concordancia con la tesis expuesta, la H. Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Bogota se ha emitido las siguientes decisiones judiciales: 
 
Providencia proferida dentro del proceso ordinario 11001310501220180011201 en 
donde el H. Magistrado LUIS CARLOS GONZÁLEZ VELÁSQUEZ explicó:  
 

“(…) En el caso bajo estudio es claro, como se indicó anteriormente, que lo 
pretendido es que se CONDENE a la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES a pagar la 

suma de $53.749.063, correspondientes a 217 solicitudes de recobro por 
suministro de medicamentos NO POS ordenados mediante tutela; los perjuicios 
en la modalidad de daño emergente en cuantía de $5.374.906 y los intereses 
moratorios del artículo 4º del Decreto Ley 1281 de 2002 desde la fecha de 
exigibilidad o en subsidio el pago de las sumas reconocidas debidamente 
actualizadas conforme al IPC.  
 
El Consejo Superior de la Judicatura resolvió el conflicto de competencia 
mediante providencia de fecha 20 de marzo de 2019 en la que dispuso que el 
competente para conocer de este asunto era el Juez Doce Laboral del Circuito 
de Bogotá, con fundamento en el numeral 6º del artículo 256 de la Constitución 
Política, en consonancia con el numeral 2º de artículo 112 de la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia, respecto de lo cual cabe señalar que el artículo 
256 fue derogado parcialmente y se adicionó el artículo 241 de la Constitución 
mediante Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015, por lo que el artículo 
241 de la Constitución Política quedó de la siguiente forma:  
 

“A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de 
este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera 
que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. 
(…) 11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las 
distintas jurisdicciones. 

 
Así las cosas, para el momento en que se remitió el proceso al Consejo Superior 
de la Judicatura, el día 24 de agosto de 2018 (Oficio 898 J.60), el Artículo 256 
de la Constitución Política ya había sido derogado por el artículo 17 del Acto 
Legislativo No. 2 de 2015, que posteriormente fue declarado inexequible por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-285 de 2016, salvo en lo que tiene 
que ver con la derogatoria, tanto de la expresión "o a los Consejos seccionales, 
según el caso", como de los numerales 3º y 6º. Es decir, que continuaron 
vigentes el numeral 3º que dispone “Examinar la conducta y sancionar las faltas 
de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el 
ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley” y el numeral 6 
“Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones.), por lo que la competencia recaía en la Corte Constitucional 
desde el 1º de julio de 2015. En consecuencia, la creación y puesta en 
funcionamiento del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, no hacía que el Consejo Superior de la Judicatura continuara 
conociendo de los conflictos de competencia entre distintas jurisdicciones ya 
que la modificación de la competencia no dependía de su entrada en 
funcionamiento, pues ya se encontraba asignada a la Corte Constitucional 
mediante el Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015.  
 
Como en este caso, la providencia que resolvió el conflicto de competencia fue 
posterior a la vigencia del Acto Legislativo No. 2 de 2015, el proceso se debió 
remitir a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo 
expuesto por la Corte Constitucional en el auto AUTO-389 del 21 de julio de 
2021, toda vez que la competencia judicial para conocer asuntos relacionados 
con el pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el 
POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del 



 

Sistema General de Seguridad Social en Salud; corresponde a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, ya que en este proceso la demandante EPS 
SANITAS S.A. está cuestionando por vía judicial los actos administrativos 
expedidos por el FOSYGA hoy ADRES como resultado del procedimiento 
administrativo que adelantó para el recobro de los medicamentos NO POS 
suministrados con fundamento en diversas acciones de tutela y por medio de 
los cuales se pronunció la accionada en relación con las obligaciones 
reclamadas, para lo que se tiene en cuenta que además se solicita el pago de 
los perjuicios en la modalidad de daño emergente, controversias que se 
encuadran en la competencia judicial asignada a los jueces contencioso 
administrativos, de conformidad con el inciso 1º del artículo 104 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
Lo anterior impide continuar con el conocimiento del proceso y en consecuencia 
se procederá a declarar la falta de jurisdicción y competencia de este Tribunal 
para conocer del asunto y se ordenará que por la Secretaría de la Sala Laboral 
se remitan las diligencias a la oficina de Reparto para que sean repartidas a los 
Jueces Administrativos. (…)” 

 
En igual sentido se encuentra la decisión proferida dentro del proceso 110013105031 
15 2014 00645 01 del 10 de febrero de 2022, donde el H. Dr. MILLER ESQUIVEL 
GAITÁN precisó:  
 

“(…)Si bien en el asunto objeto de estudio se dirimió el conflicto de competencia 
el 30 de mayo de 2018, no menos cierto es que ello aconteció con posterioridad 

al Acto Legislativo 02 de 2015, al tenor de las pretensiones reclamadas es claro 
que no es posible continuar con el trámite del asunto en esta jurisdicción.  
 
En tal medida y conforme lo reglado por el artículo 16 del CGP, en concordancia 
con el artículo 138 ibídem, aplicable a los juicios laborales, por remisión expresa 
del artículo 145 del CPTSS, se procederá a declarar la falta de jurisdicción y 
competencia, y se ordenará la remisión de las diligencias a los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá(…)” 

 
De igual manera dentro del expediente 110013105 015 2020 00276 01 en decisión del 
30 de noviembre de 2021, el Dr. RAFAEL MORENO VARGAS concluyó:  
 

“(…)Sería del caso resolver el recurso de apelación interpuesto, si no es porque 
esta Sala de Decisión se percata de la incursión en este trámite judicial de una 
causal de nulidad insanable que impide asumir el conocimiento de la causa 
como lo es la falta de jurisdicción, por lo siguiente:  
 
En efecto, demarcado el sustrato fáctico y petitorio de la presente causa, así 
como el acontecer procesal desde su génesis, observa la Sala que hay lugar a 
declarar la nulidad de lo actuado y remitir las actuaciones a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, de acuerdo con los lineamientos trazados en 
reciente pronunciamiento proferido por la Corte Constitucional en Auto 389 del 
22 de julio de 2021, en el que en un asunto de idénticos contornos fácticos a los 
que aquí se ventilan dirimió un conflicto de competencia que se había suscitado 
entre el Juzgado 6º Laboral del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 
Administrativo del Circuito de Bogotá, en donde concluyó que el asunto no 
correspondía a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil ni laboral, sino 
que se debía remitir el conocimiento del asunto al mencionado Juzgado 
Administrativo del Circuito de Bogotá.  
 
Para arribar a tal conclusión, consideró que el numeral 4º del artículo 2 del 
CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida que no 
corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la prestación 
de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de controversias 
presentadas únicamente entre entidades administradoras relativas a la 
financiación de un servicio que ya se prestó. Para arribar a esta conclusión 
consideró lo siguiente:…  

 

…Conforme a lo anterior, concluyó que la competencia judicial para conocer 

asuntos relacionados con el pago de recobros judiciales al Estado por 
prestaciones no incluidas en el POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a 
las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Definida de esta 



 

forma la falta de jurisdicción, se debe acudir a lo dispuesto por el artículo 16 del 
CGP, que proclama la improrrogabilidad de la jurisdicción, al establecer que: «la 
jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 
improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de 
jurisdicción o la falta de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo 
actuado conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que 
será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez competente. Lo actuado 
con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de competencia será 
nulo». En ese orden de ideas, la falta de jurisdicción tal y como lo habilitan las 
normas instrumentales que regulan la materia, al no poder ser prorrogada o 
saneada, puede ser declarada aun de oficio en cualquier momento, conservando 
validez lo actuado. Así pues, atendiendo este perentorio mandato legal, se 
deberá declarar oficiosamente la falta de jurisdicción, y con ella la nulidad de 
todo lo actuado incluido el auto proferido el 23 de julio de 2021 por el Juzgado 
15 Laboral del Circuito Bogotá, conservando en todo lo demás validez lo 
actuado en primera instancia, por lo que se deberán remitir las diligencias al 
reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá.(…)” 

 

Por ultimo la decisión proferida dentro del proceso 11001310501220190006901 
proferida por la H. Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO donde al revisar la apelación 
de la sentencia proferida por el Juzgado 12 Laboral del Circuito el 14 de agosto de 
2020 indicó:  
 

“(…)En este orden, se trata de un conflicto jurídico relacionado con el pago de 
recobros judiciales al Estado por una prestación que ya se surtió, además, en la 
controversia no intervienen afiliados, beneficiarios, usuarios o empleadores, 
únicamente involucra dos entidades administradoras, por ende, no es aplicable 
el artículo 2 del CPTSS 
 
Y, atendiendo que el recobro de los pagos realizados se efectuó a través del 
procedimiento administrativo surtido ante ADRES con reclamación 
administrativa que presentó la EPS demandante y se obtuvo pronunciamiento 
negativo de la entidad pública, el litigio debe ser tramitado ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, 
máxime si se buscan intereses moratorios o indexación como perjuicios o 
reparación de los daños causados por el hecho u omisión de ADRES. 
 
De lo expuesto se sigue, declarar la nulidad de lo actuado ante la falta de 
competencia de esta jurisdicción para dirimir el asunto debatido, en 
consecuencia, se ordenará al juez de primera instancia que remita el expediente 
a los jueces administrativos para lo de su cargo. Sin costas en las instancias. 
(…)” 

 
De los anteriores planteamientos es dable concluir que efectivamente el superior 
jerárquico ha dado aplicación a lo preceptuado en el Auto 389 del 21 de julio de 2021, 
máxime cuando ha indicado que la nulidad acarreada por la falta de jurisdicción o 
competencia es insanable y por lo tanto ha declarado la nulidad de sentencias 
judiciales, ordenando la remisión de los procesos a los Juzgados Administrativos de 
Bogota, por lo anterior en apego al precedente judicial este estrado judicial deberá 
remitir de manera inmediata el proceso de la referencia en el estado en el que se 
encuentra a la jurisdicción competente.  
 
Por último, se advierte que en virtud de los Artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez, situación en la cual el juez competente debe dar el trámite 
correspondiente para continuar con el proceso. 
 
Por lo anterior, se  

RESUELVE 
 

PRIMERO. DECLARAR que existe falta de jurisdicción y competencia para seguir 
conociendo del proceso de la referencia, conforme a lo expuesto en la parte motiva de 
la presente providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR el presente expediente al JUZGADO 65 ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SECCION TERCERA a fin de que se continue 
con el trámite correspondiente.  
 
TERCERO: ADVERTIR que conforme los artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez. 



 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
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RADICACIÓN N° 11001310503120190019600 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., dos (02) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que se encuentra programada 
audiencia para el día 28 de abril de 2022 sin embargo debe dársele aplicación 
inmediata al Auto 389 de 2021, al representar una nulidad insanable para el proceso. 
 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, es necesario advertir que, de continuar con 
el trámite del proceso, se presentaría una nulidad insanable, conforme se pasa a 
explicar. 
 
Dentro del presente tramite el H. Consejo Superior de la Judicatura ya había resuelto 
el conflicto de competencias que se suscitó entre el despacho y el Juzgado 64 
Administrativo del Circuito judicial de Bogotá Seccion Tercera, el 25 de junio de 2020, 
atribuyendo la competencia al presente Juzgado. 
 
No obstante, lo anterior, el 21 de julio de 2021, la H. Corte Constitucional, en uso de 
las facultades atribuidas desde la entrada en vigor del Acto Legislativo No. 001 de 
2015, profirió el Auto 389 de la misma anualidad donde fijó la siguiente regla:  
 

“(…)…54. El conocimiento de los asuntos relacionados con los recobros de 
servicios y tecnologías en salud no incluidos en el POS, hoy PBS, corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, en virtud de lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto a través de estos 
se cuestiona por parte de una EPS un acto administrativo proferido por la 
ADRES. 

  
Este tipo de controversias no corresponde a las previstas en el numeral 4º del 
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en la medida 
en que no se relacionan, en estricto sentido, con la prestación de los servicios 
de la seguridad social. En cambio, se trata de litigios presentados 
exclusivamente entre entidades administradoras y relativos a la financiación de 
servicios ya prestados, que no implican a afiliados, beneficiarios o usuarios ni a 
empleadores. (…)” 

 
Frente al valor vinculante de las decisiones de los órganos de cierre, la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C – 816 de 2011 explicó:  
 

“(…)6.4.1. Mientras la jurisprudencia de juzgados y tribunales es criterio auxiliar 
de interpretación en el ejercicio de la función judicial, las sentencias de los 
órganos judiciales de cierre y unificación de las diferentes jurisdicciones, 
además del valor de cosa juzgada propio de ellas frente al caso sub judice, 
posee fuerza vinculante como precedente respecto de posteriores decisiones 
judiciales que examinen casos similares, sin perjuicio de la posibilidad 
de apartamiento e inaplicación del mismo que tiene el juez, a partir de 
argumentaciones explícitas al respecto. Y tal fuerza vinculante del precedente 
de las denominadas altas cortes puede ser extendida a la autoridad 
administrativa por el Legislador. Por ello, es exequible el inciso primero del 
artículo 102 de la Ley 1437 de 2011.    
  
6.4.2. Adicionalmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en materia 
de interpretación de la Constitución y los derechos fundamentales, tiene 
preeminencia en relación con la jurisprudencia de los órganos judiciales de 
cierre de las diferentes jurisdicciones, dada la supremacía de la Constitución 
sobre la normatividad restante del sistema jurídico y las competencias 
constitucionales de la Corte. Por ello, de conformidad con precedentes de esta 
corporación, se configuró omisión legislativa relativa en las disposiciones 
demandada e integrada, y se hace necesario condicionar la resolución 
adoptada, en los términos de la parte resolutiva de esta sentencia. (…)” 

 
En ese sentido, es clara la fuerza vinculante que tienen las decisiones emanadas de los 
órganos de cierre, y la obligación que tienen los operadores judiciales de apegarse a 
los pronunciamientos en sus decisiones, máxime cuando provienen de la Corte 



 

Constitucional, dada su función de interpretación de la Constitución y los derechos 
fundamentales. 
En suma, a lo anterior, es necesario traer a colación el precedente sentado por el 
Superior Jerárquico del despacho, pues en distintos pronunciamientos el H. Tribunal 
Superior de Bogotá Sala Laboral, ha estimado que la Corte Constitucional al haber 
proferido el auto anteriormente mencionado existe falta de jurisdicción y competencia 
para seguir conociendo de este tipo de procesos, generaría una nulidad insanable. 
 
En concordancia con la tesis expuesta, la H. Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Bogota se ha emitido las siguientes decisiones judiciales: 
 
Providencia proferida dentro del proceso ordinario 11001310501220180011201 en 
donde el H. Magistrado LUIS CARLOS GONZÁLEZ VELÁSQUEZ explicó:  
 

“(…) En el caso bajo estudio es claro, como se indicó anteriormente, que lo 
pretendido es que se CONDENE a la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES a pagar la 

suma de $53.749.063, correspondientes a 217 solicitudes de recobro por 
suministro de medicamentos NO POS ordenados mediante tutela; los perjuicios 
en la modalidad de daño emergente en cuantía de $5.374.906 y los intereses 
moratorios del artículo 4º del Decreto Ley 1281 de 2002 desde la fecha de 
exigibilidad o en subsidio el pago de las sumas reconocidas debidamente 
actualizadas conforme al IPC.  
 
El Consejo Superior de la Judicatura resolvió el conflicto de competencia 
mediante providencia de fecha 20 de marzo de 2019 en la que dispuso que el 
competente para conocer de este asunto era el Juez Doce Laboral del Circuito 
de Bogotá, con fundamento en el numeral 6º del artículo 256 de la Constitución 
Política, en consonancia con el numeral 2º de artículo 112 de la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia, respecto de lo cual cabe señalar que el artículo 
256 fue derogado parcialmente y se adicionó el artículo 241 de la Constitución 
mediante Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015, por lo que el artículo 
241 de la Constitución Política quedó de la siguiente forma:  
 

“A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de 
este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera 
que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. 
(…) 11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las 
distintas jurisdicciones. 

 
Así las cosas, para el momento en que se remitió el proceso al Consejo Superior 
de la Judicatura, el día 24 de agosto de 2018 (Oficio 898 J.60), el Artículo 256 
de la Constitución Política ya había sido derogado por el artículo 17 del Acto 
Legislativo No. 2 de 2015, que posteriormente fue declarado inexequible por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-285 de 2016, salvo en lo que tiene 
que ver con la derogatoria, tanto de la expresión "o a los Consejos seccionales, 
según el caso", como de los numerales 3º y 6º. Es decir, que continuaron 
vigentes el numeral 3º que dispone “Examinar la conducta y sancionar las faltas 
de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el 
ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley” y el numeral 6 
“Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones.), por lo que la competencia recaía en la Corte Constitucional 
desde el 1º de julio de 2015. En consecuencia, la creación y puesta en 
funcionamiento del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, no hacía que el Consejo Superior de la Judicatura continuara 
conociendo de los conflictos de competencia entre distintas jurisdicciones ya 
que la modificación de la competencia no dependía de su entrada en 
funcionamiento, pues ya se encontraba asignada a la Corte Constitucional 
mediante el Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015.  
 
Como en este caso, la providencia que resolvió el conflicto de competencia fue 
posterior a la vigencia del Acto Legislativo No. 2 de 2015, el proceso se debió 
remitir a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo 
expuesto por la Corte Constitucional en el auto AUTO-389 del 21 de julio de 
2021, toda vez que la competencia judicial para conocer asuntos relacionados 
con el pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el 
POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud; corresponde a la jurisdicción de 



 

lo contencioso administrativo, ya que en este proceso la demandante EPS 
SANITAS S.A. está cuestionando por vía judicial los actos administrativos 
expedidos por el FOSYGA hoy ADRES como resultado del procedimiento 
administrativo que adelantó para el recobro de los medicamentos NO POS 
suministrados con fundamento en diversas acciones de tutela y por medio de 
los cuales se pronunció la accionada en relación con las obligaciones 
reclamadas, para lo que se tiene en cuenta que además se solicita el pago de 
los perjuicios en la modalidad de daño emergente, controversias que se 
encuadran en la competencia judicial asignada a los jueces contencioso 
administrativos, de conformidad con el inciso 1º del artículo 104 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
Lo anterior impide continuar con el conocimiento del proceso y en consecuencia 
se procederá a declarar la falta de jurisdicción y competencia de este Tribunal 
para conocer del asunto y se ordenará que por la Secretaría de la Sala Laboral 
se remitan las diligencias a la oficina de Reparto para que sean repartidas a los 
Jueces Administrativos. (…)” 

 
En igual sentido se encuentra la decisión proferida dentro del proceso 110013105031 
15 2014 00645 01 del 10 de febrero de 2022, donde el H. Dr. MILLER ESQUIVEL 
GAITÁN precisó:  
 

“(…)Si bien en el asunto objeto de estudio se dirimió el conflicto de competencia 
el 30 de mayo de 2018, no menos cierto es que ello aconteció con posterioridad 

al Acto Legislativo 02 de 2015, al tenor de las pretensiones reclamadas es claro 
que no es posible continuar con el trámite del asunto en esta jurisdicción.  
 
En tal medida y conforme lo reglado por el artículo 16 del CGP, en concordancia 
con el artículo 138 ibídem, aplicable a los juicios laborales, por remisión expresa 
del artículo 145 del CPTSS, se procederá a declarar la falta de jurisdicción y 
competencia, y se ordenará la remisión de las diligencias a los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá(…)” 

 
De igual manera dentro del expediente 110013105 015 2020 00276 01 en decisión del 
30 de noviembre de 2021, el Dr. RAFAEL MORENO VARGAS concluyó:  
 

“(…)Sería del caso resolver el recurso de apelación interpuesto, si no es porque 
esta Sala de Decisión se percata de la incursión en este trámite judicial de una 
causal de nulidad insanable que impide asumir el conocimiento de la causa 
como lo es la falta de jurisdicción, por lo siguiente:  
 
En efecto, demarcado el sustrato fáctico y petitorio de la presente causa, así 
como el acontecer procesal desde su génesis, observa la Sala que hay lugar a 
declarar la nulidad de lo actuado y remitir las actuaciones a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, de acuerdo con los lineamientos trazados en 
reciente pronunciamiento proferido por la Corte Constitucional en Auto 389 del 
22 de julio de 2021, en el que en un asunto de idénticos contornos fácticos a los 
que aquí se ventilan dirimió un conflicto de competencia que se había suscitado 
entre el Juzgado 6º Laboral del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 
Administrativo del Circuito de Bogotá, en donde concluyó que el asunto no 
correspondía a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil ni laboral, sino 
que se debía remitir el conocimiento del asunto al mencionado Juzgado 
Administrativo del Circuito de Bogotá.  
 
Para arribar a tal conclusión, consideró que el numeral 4º del artículo 2 del 
CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida que no 
corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la prestación 
de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de controversias 
presentadas únicamente entre entidades administradoras relativas a la 
financiación de un servicio que ya se prestó. Para arribar a esta conclusión 
consideró lo siguiente:…  

 

…Conforme a lo anterior, concluyó que la competencia judicial para conocer 

asuntos relacionados con el pago de recobros judiciales al Estado por 
prestaciones no incluidas en el POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a 
las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Definida de esta 
forma la falta de jurisdicción, se debe acudir a lo dispuesto por el artículo 16 del 



 

CGP, que proclama la improrrogabilidad de la jurisdicción, al establecer que: «la 
jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 
improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de 
jurisdicción o la falta de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo 
actuado conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que 
será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez competente. Lo actuado 
con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de competencia será 
nulo». En ese orden de ideas, la falta de jurisdicción tal y como lo habilitan las 
normas instrumentales que regulan la materia, al no poder ser prorrogada o 
saneada, puede ser declarada aun de oficio en cualquier momento, conservando 
validez lo actuado. Así pues, atendiendo este perentorio mandato legal, se 
deberá declarar oficiosamente la falta de jurisdicción, y con ella la nulidad de 
todo lo actuado incluido el auto proferido el 23 de julio de 2021 por el Juzgado 
15 Laboral del Circuito Bogotá, conservando en todo lo demás validez lo 
actuado en primera instancia, por lo que se deberán remitir las diligencias al 
reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá.(…)” 

 

Por ultimo la decisión proferida dentro del proceso 11001310501220190006901 
proferida por la H. Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO donde al revisar la apelación 
de la sentencia proferida por el Juzgado 12 Laboral del Circuito el 14 de agosto de 
2020 indicó:  
 

“(…)En este orden, se trata de un conflicto jurídico relacionado con el pago de 
recobros judiciales al Estado por una prestación que ya se surtió, además, en la 
controversia no intervienen afiliados, beneficiarios, usuarios o empleadores, 
únicamente involucra dos entidades administradoras, por ende, no es aplicable 
el artículo 2 del CPTSS 
 
Y, atendiendo que el recobro de los pagos realizados se efectuó a través del 
procedimiento administrativo surtido ante ADRES con reclamación 
administrativa que presentó la EPS demandante y se obtuvo pronunciamiento 
negativo de la entidad pública, el litigio debe ser tramitado ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, 
máxime si se buscan intereses moratorios o indexación como perjuicios o 
reparación de los daños causados por el hecho u omisión de ADRES. 
 
De lo expuesto se sigue, declarar la nulidad de lo actuado ante la falta de 
competencia de esta jurisdicción para dirimir el asunto debatido, en 
consecuencia, se ordenará al juez de primera instancia que remita el expediente 
a los jueces administrativos para lo de su cargo. Sin costas en las instancias. 
(…)” 

 
De los anteriores planteamientos es dable concluir que efectivamente el superior 
jerárquico ha dado aplicación a lo preceptuado en el Auto 389 del 21 de julio de 2021, 
máxime cuando ha indicado que la nulidad acarreada por la falta de jurisdicción o 
competencia es insanable y por lo tanto ha declarado la nulidad de sentencias 
judiciales, ordenando la remisión de los procesos a los Juzgados Administrativos de 
Bogota, por lo anterior en apego al precedente judicial este estrado judicial deberá 
remitir de manera inmediata el proceso de la referencia en el estado en el que se 
encuentra a la jurisdicción competente.  
 
Por último, se advierte que en virtud de los Artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez, situación en la cual el juez competente debe dar el trámite 
correspondiente para continuar con el proceso. 
 
Por lo anterior, se  

RESUELVE 
 

PRIMERO. DECLARAR que existe falta de jurisdicción y competencia para seguir 
conociendo del proceso de la referencia, conforme a lo expuesto en la parte motiva de 
la presente providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR el presente expediente al JUZGADO 64 ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO, para lo de su competencia.  
 
TERCERO: ADVERTIR que conforme los artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



 

 
La juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
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RADICACIÓN N° 11001310503120190047000 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que se encuentra pendiente el 
estudio de las contestaciones aportadas por JAHV MCGREGOR y las integrantes de UT 
FOSYGA 2014; no obstante, lo anterior debe dársele aplicación inmediata al Auto 389 
de 2021, al representar una nulidad insanable para el proceso. 
 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, es necesario advertir que, de continuar con 
el trámite del proceso, se presentaría una nulidad insanable, conforme se pasa a 
explicar. 
 
Dentro del presente tramite el H. Consejo Superior de la Judicatura ya había resuelto 
el conflicto de competencias que se suscitó entre el despacho y el Juzgado Treinta y 
Dos Administrativo de Bogotá Seccion Tercera, el 06 de noviembre de 2019, 
atribuyendo la competencia al presente Juzgado. 
 
No obstante, lo anterior, el 21 de julio de 2021, la H. Corte Constitucional, en uso de 
las facultades atribuidas desde la entrada en vigor del Acto Legislativo No. 001 de 
2015, profirió el Auto 389 de la misma anualidad donde fijó la siguiente regla:  
 

“(…)…54. El conocimiento de los asuntos relacionados con los recobros de 
servicios y tecnologías en salud no incluidos en el POS, hoy PBS, corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, en virtud de lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto a través de estos 
se cuestiona por parte de una EPS un acto administrativo proferido por la 
ADRES. 

  
Este tipo de controversias no corresponde a las previstas en el numeral 4º del 
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en la medida 
en que no se relacionan, en estricto sentido, con la prestación de los servicios 
de la seguridad social. En cambio, se trata de litigios presentados 
exclusivamente entre entidades administradoras y relativos a la financiación de 
servicios ya prestados, que no implican a afiliados, beneficiarios o usuarios ni a 
empleadores. (…)” 

 
Frente al valor vinculante de las decisiones de los órganos de cierre, la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C – 816 de 2011 explicó:  
 

“(…)6.4.1. Mientras la jurisprudencia de juzgados y tribunales es criterio auxiliar 
de interpretación en el ejercicio de la función judicial, las sentencias de los 
órganos judiciales de cierre y unificación de las diferentes jurisdicciones, 
además del valor de cosa juzgada propio de ellas frente al caso sub judice, 
posee fuerza vinculante como precedente respecto de posteriores decisiones 
judiciales que examinen casos similares, sin perjuicio de la posibilidad 
de apartamiento e inaplicación del mismo que tiene el juez, a partir de 
argumentaciones explícitas al respecto. Y tal fuerza vinculante del precedente 
de las denominadas altas cortes puede ser extendida a la autoridad 
administrativa por el Legislador. Por ello, es exequible el inciso primero del 
artículo 102 de la Ley 1437 de 2011.    
  
6.4.2. Adicionalmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en materia 
de interpretación de la Constitución y los derechos fundamentales, tiene 
preeminencia en relación con la jurisprudencia de los órganos judiciales de 
cierre de las diferentes jurisdicciones, dada la supremacía de la Constitución 
sobre la normatividad restante del sistema jurídico y las competencias 
constitucionales de la Corte. Por ello, de conformidad con precedentes de esta 
corporación, se configuró omisión legislativa relativa en las disposiciones 
demandada e integrada, y se hace necesario condicionar la resolución 
adoptada, en los términos de la parte resolutiva de esta sentencia. (…)” 

 
En ese sentido, es clara la fuerza vinculante que tienen las decisiones emanadas de los 
órganos de cierre, y la obligación que tienen los operadores judiciales de apegarse a 



 

los pronunciamientos en sus decisiones, máxime cuando provienen de la Corte 
Constitucional, dada su función de interpretación de la Constitución y los derechos 
fundamentales. 
En suma, a lo anterior, es necesario traer a colación el precedente sentado por el 
Superior Jerárquico del despacho, pues en distintos pronunciamientos el H. Tribunal 
Superior de Bogotá Sala Laboral, ha estimado que la Corte Constitucional al haber 
proferido el auto anteriormente mencionado existe falta de jurisdicción y competencia 
para seguir conociendo de este tipo de procesos, generaría una nulidad insanable. 
 
En concordancia con la tesis expuesta, la H. Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Bogota se ha emitido las siguientes decisiones judiciales: 
 
Providencia proferida dentro del proceso ordinario 11001310501220180011201 en 
donde el H. Magistrado LUIS CARLOS GONZÁLEZ VELÁSQUEZ explicó:  
 

“(…) En el caso bajo estudio es claro, como se indicó anteriormente, que lo 
pretendido es que se CONDENE a la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES a pagar la 

suma de $53.749.063, correspondientes a 217 solicitudes de recobro por 
suministro de medicamentos NO POS ordenados mediante tutela; los perjuicios 
en la modalidad de daño emergente en cuantía de $5.374.906 y los intereses 
moratorios del artículo 4º del Decreto Ley 1281 de 2002 desde la fecha de 
exigibilidad o en subsidio el pago de las sumas reconocidas debidamente 
actualizadas conforme al IPC.  
 
El Consejo Superior de la Judicatura resolvió el conflicto de competencia 
mediante providencia de fecha 20 de marzo de 2019 en la que dispuso que el 
competente para conocer de este asunto era el Juez Doce Laboral del Circuito 
de Bogotá, con fundamento en el numeral 6º del artículo 256 de la Constitución 
Política, en consonancia con el numeral 2º de artículo 112 de la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia, respecto de lo cual cabe señalar que el artículo 
256 fue derogado parcialmente y se adicionó el artículo 241 de la Constitución 
mediante Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015, por lo que el artículo 
241 de la Constitución Política quedó de la siguiente forma:  
 

“A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de 
este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1. Decidir 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera 
que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 2. 
(…) 11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las 
distintas jurisdicciones. 

 
Así las cosas, para el momento en que se remitió el proceso al Consejo Superior 
de la Judicatura, el día 24 de agosto de 2018 (Oficio 898 J.60), el Artículo 256 
de la Constitución Política ya había sido derogado por el artículo 17 del Acto 
Legislativo No. 2 de 2015, que posteriormente fue declarado inexequible por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-285 de 2016, salvo en lo que tiene 
que ver con la derogatoria, tanto de la expresión "o a los Consejos seccionales, 
según el caso", como de los numerales 3º y 6º. Es decir, que continuaron 
vigentes el numeral 3º que dispone “Examinar la conducta y sancionar las faltas 
de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el 
ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley” y el numeral 6 
“Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones.), por lo que la competencia recaía en la Corte Constitucional 
desde el 1º de julio de 2015. En consecuencia, la creación y puesta en 
funcionamiento del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, no hacía que el Consejo Superior de la Judicatura continuara 
conociendo de los conflictos de competencia entre distintas jurisdicciones ya 
que la modificación de la competencia no dependía de su entrada en 
funcionamiento, pues ya se encontraba asignada a la Corte Constitucional 
mediante el Acto Legislativo No. 2 del 1º de julio de 2015.  
 
Como en este caso, la providencia que resolvió el conflicto de competencia fue 
posterior a la vigencia del Acto Legislativo No. 2 de 2015, el proceso se debió 
remitir a la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo 
expuesto por la Corte Constitucional en el auto AUTO-389 del 21 de julio de 
2021, toda vez que la competencia judicial para conocer asuntos relacionados 
con el pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el 
POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del 



 

Sistema General de Seguridad Social en Salud; corresponde a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, ya que en este proceso la demandante EPS 
SANITAS S.A. está cuestionando por vía judicial los actos administrativos 
expedidos por el FOSYGA hoy ADRES como resultado del procedimiento 
administrativo que adelantó para el recobro de los medicamentos NO POS 
suministrados con fundamento en diversas acciones de tutela y por medio de 
los cuales se pronunció la accionada en relación con las obligaciones 
reclamadas, para lo que se tiene en cuenta que además se solicita el pago de 
los perjuicios en la modalidad de daño emergente, controversias que se 
encuadran en la competencia judicial asignada a los jueces contencioso 
administrativos, de conformidad con el inciso 1º del artículo 104 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
Lo anterior impide continuar con el conocimiento del proceso y en consecuencia 
se procederá a declarar la falta de jurisdicción y competencia de este Tribunal 
para conocer del asunto y se ordenará que por la Secretaría de la Sala Laboral 
se remitan las diligencias a la oficina de Reparto para que sean repartidas a los 
Jueces Administrativos. (…)” 

 
En igual sentido se encuentra la decisión proferida dentro del proceso 110013105031 
15 2014 00645 01 del 10 de febrero de 2022, donde el H. Dr. MILLER ESQUIVEL 
GAITÁN precisó:  
 

“(…)Si bien en el asunto objeto de estudio se dirimió el conflicto de competencia 
el 30 de mayo de 2018, no menos cierto es que ello aconteció con posterioridad 

al Acto Legislativo 02 de 2015, al tenor de las pretensiones reclamadas es claro 
que no es posible continuar con el trámite del asunto en esta jurisdicción.  
 
En tal medida y conforme lo reglado por el artículo 16 del CGP, en concordancia 
con el artículo 138 ibídem, aplicable a los juicios laborales, por remisión expresa 
del artículo 145 del CPTSS, se procederá a declarar la falta de jurisdicción y 
competencia, y se ordenará la remisión de las diligencias a los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá(…)” 

 
De igual manera dentro del expediente 110013105 015 2020 00276 01 en decisión del 
30 de noviembre de 2021, el Dr. RAFAEL MORENO VARGAS concluyó:  
 

“(…)Sería del caso resolver el recurso de apelación interpuesto, si no es porque 
esta Sala de Decisión se percata de la incursión en este trámite judicial de una 
causal de nulidad insanable que impide asumir el conocimiento de la causa 
como lo es la falta de jurisdicción, por lo siguiente:  
 
En efecto, demarcado el sustrato fáctico y petitorio de la presente causa, así 
como el acontecer procesal desde su génesis, observa la Sala que hay lugar a 
declarar la nulidad de lo actuado y remitir las actuaciones a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, de acuerdo con los lineamientos trazados en 
reciente pronunciamiento proferido por la Corte Constitucional en Auto 389 del 
22 de julio de 2021, en el que en un asunto de idénticos contornos fácticos a los 
que aquí se ventilan dirimió un conflicto de competencia que se había suscitado 
entre el Juzgado 6º Laboral del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 
Administrativo del Circuito de Bogotá, en donde concluyó que el asunto no 
correspondía a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil ni laboral, sino 
que se debía remitir el conocimiento del asunto al mencionado Juzgado 
Administrativo del Circuito de Bogotá.  
 
Para arribar a tal conclusión, consideró que el numeral 4º del artículo 2 del 
CPTSS (en la forma como fue modificado por el artículo 622 del CGP) no es 
aplicable a las controversias relacionadas con el pago de recobros judiciales al 
Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y por las devoluciones o glosas a 
las facturas, que se susciten entre las EPS y la ADRES, en la medida que no 
corresponden a litigios que, en estricto sentido, giren en torno a la prestación 
de servicios de la seguridad social. Además, porque se trata de controversias 
presentadas únicamente entre entidades administradoras relativas a la 
financiación de un servicio que ya se prestó. Para arribar a esta conclusión 
consideró lo siguiente:…  

 

…Conforme a lo anterior, concluyó que la competencia judicial para conocer 

asuntos relacionados con el pago de recobros judiciales al Estado por 
prestaciones no incluidas en el POS, hoy PBS, y por las devoluciones o glosas a 
las facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Definida de esta 



 

forma la falta de jurisdicción, se debe acudir a lo dispuesto por el artículo 16 del 
CGP, que proclama la improrrogabilidad de la jurisdicción, al establecer que: «la 
jurisdicción y la competencia por los factores subjetivo y funcional son 
improrrogables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de 
jurisdicción o la falta de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo 
actuado conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que 
será nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez competente. Lo actuado 
con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de competencia será 
nulo». En ese orden de ideas, la falta de jurisdicción tal y como lo habilitan las 
normas instrumentales que regulan la materia, al no poder ser prorrogada o 
saneada, puede ser declarada aun de oficio en cualquier momento, conservando 
validez lo actuado. Así pues, atendiendo este perentorio mandato legal, se 
deberá declarar oficiosamente la falta de jurisdicción, y con ella la nulidad de 
todo lo actuado incluido el auto proferido el 23 de julio de 2021 por el Juzgado 
15 Laboral del Circuito Bogotá, conservando en todo lo demás validez lo 
actuado en primera instancia, por lo que se deberán remitir las diligencias al 
reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá.(…)” 

 

Por ultimo la decisión proferida dentro del proceso 11001310501220190006901 
proferida por la H. Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO donde al revisar la apelación 
de la sentencia proferida por el Juzgado 12 Laboral del Circuito el 14 de agosto de 
2020 indicó:  
 

“(…)En este orden, se trata de un conflicto jurídico relacionado con el pago de 
recobros judiciales al Estado por una prestación que ya se surtió, además, en la 
controversia no intervienen afiliados, beneficiarios, usuarios o empleadores, 
únicamente involucra dos entidades administradoras, por ende, no es aplicable 
el artículo 2 del CPTSS 
 
Y, atendiendo que el recobro de los pagos realizados se efectuó a través del 
procedimiento administrativo surtido ante ADRES con reclamación 
administrativa que presentó la EPS demandante y se obtuvo pronunciamiento 
negativo de la entidad pública, el litigio debe ser tramitado ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, 
máxime si se buscan intereses moratorios o indexación como perjuicios o 
reparación de los daños causados por el hecho u omisión de ADRES. 
 
De lo expuesto se sigue, declarar la nulidad de lo actuado ante la falta de 
competencia de esta jurisdicción para dirimir el asunto debatido, en 
consecuencia, se ordenará al juez de primera instancia que remita el expediente 
a los jueces administrativos para lo de su cargo. Sin costas en las instancias. 
(…)” 

 
De los anteriores planteamientos es dable concluir que efectivamente el superior 
jerárquico ha dado aplicación a lo preceptuado en el Auto 389 del 21 de julio de 2021, 
máxime cuando ha indicado que la nulidad acarreada por la falta de jurisdicción o 
competencia es insanable y por lo tanto ha declarado la nulidad de sentencias 
judiciales, ordenando la remisión de los procesos a los Juzgados Administrativos de 
Bogota, por lo anterior en apego al precedente judicial este estrado judicial deberá 
remitir de manera inmediata el proceso de la referencia en el estado en el que se 
encuentra a la jurisdicción competente.  
 
Por último, se advierte que en virtud de los Artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez, situación en la cual el juez competente debe dar el trámite 
correspondiente para continuar con el proceso. 
 
Por lo anterior, se  

RESUELVE 
 

PRIMERO. DECLARAR que existe falta de jurisdicción y competencia para seguir 
conociendo del proceso de la referencia, conforme a lo expuesto en la parte motiva de 
la presente providencia.  
 
SEGUNDO: REMITIR el presente expediente al JUZGADO TREINTA Y DOS 
ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ SECCION TERCERA a fin de que se continue con el 
trámite correspondiente.  
 
TERCERO: ADVERTIR que conforme los artículos 16 y 139 del Código General del 
Proceso, las actuaciones adelantadas previa a la declaración de falta de competencia 
conservaran validez. 



 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 

 
C 

 

 

 

 

 

 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022; se 
notifica el auto anterior por 
anotación en el Estado n.°035. 
   

 
GABRIEL FERNANDO LEON RUIZ 

Secretario 
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Radicación No. 11001310503120190051800 
 
INFORME SECRETARIAL- Bogotá D.C, cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora Juez, informando que el apoderado de la parte 
actora presentó solicitud de ejecución del proceso.  
 
Sírvase proveer.  
 

GABRIEL FERNANDO LEON RUIZ  
Secretario  

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: PREVIO al estudio de la presente demanda de ejecución se ordena que 
por secretaría se radique el presente proceso como ejecutivo. En consecuencia, 
LÍBRESE OFICIO con destino a la Oficina Judicial de Reparto, para efectos de 
informarle sobre la existencia de este proceso y proceda a su compensación. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
 
 
                                                       
 
n 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación en el 
Estado n.° 035. 

 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario  
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Radicación N°. 11001310503120190057600 
 
Informe Secretarial. Bogotá, D.C., tres (03) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
Al despacho de la señora Juez, informando que el doctor RAFAEL ALFREDO CAVIATIVA 
GUTIERREZ allegó solicitud tendiente a que se ordene la entrega de títulos judiciales 
constituidos por el valor de las costas procesales.       
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia en el sistema de títulos 
judiciales que únicamente se constituyó por parte de SKANDIA S.A. deposito N° 
400100008258546 por valor de $441.272, 00 pesos a favor del demandante el 09 de 
noviembre de 2021. En este sentido, atendiendo las disposiciones del Consejo Superior 
de la Judicatura para la entrega de dineros, en especial la CIRCULAR PCSJC21-15 que 
señala “(…) Todas las órdenes y autorizaciones de pago de cualquier concepto de 
depósitos judiciales, en procesos judiciales de todas las especialidades y jurisdicciones, 
se harán únicamente a través del acceso seguro dual al Portal Web Transaccional de 
depósitos judiciales del Banco Agrario de Colombia, por los administradores de las 
cuentas judiciales y en los horarios laborales hábiles. (…)”, se requerirá a la profesional 
del derecho para que aporte certificación bancaria. 
 
En consecuencia se, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REQUERIR al doctor RAFAEL ALFREDO CAVIATIVA GUTIERREZ para que 
allegue al plenario, certificación bancaria con el fin de realizar el pago del título judicial 
señalado en la parte motiva por medio de abono a cuenta. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
 
 
          n                                             
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el Estado 
n.° 035. 
 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

Firmado Por:

 

 

Luz Amparo Sarmiento Mantilla

Juez Circuito



Juzgado De Circuito

Laboral 031

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Radicación N°. 11001310503120190068300 
 
Informe Secretarial. Bogotá, D.C., tres (03) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
Al despacho de la señora Juez, informando que la doctora ANGÉLICA MARÍA SALAZAR 
AMAYA allegó solicitud tendiente a que se ordene la entrega de títulos judiciales 
constituidos por el valor de las costas procesales.       
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia en el sistema de títulos 
judiciales que únicamente se constituyó por parte de PORVENIR S.A. deposito N° 
400100008331411 por valor de $1.200.000, 00 pesos a favor de la demandante el 17 
de enero de 2022. En este sentido, atendiendo las disposiciones del Consejo Superior 
de la Judicatura para la entrega de dineros, en especial la CIRCULAR PCSJC21-15 que 
señala “(…) Todas las órdenes y autorizaciones de pago de cualquier concepto de 
depósitos judiciales, en procesos judiciales de todas las especialidades y jurisdicciones, 
se harán únicamente a través del acceso seguro dual al Portal Web Transaccional de 
depósitos judiciales del Banco Agrario de Colombia, por los administradores de las 
cuentas judiciales y en los horarios laborales hábiles. (…)”, se requerirá a la profesional 
del derecho para que aporte certificación bancaria. 
 
En consecuencia se, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REQUERIR a la doctora ANGÉLICA MARÍA SALAZAR AMAYA para que 
allegue al plenario, certificación bancaria con el fin de realizar el pago del título judicial 
señalado en la parte motiva por medio de abono a cuenta. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
 
 
          n                                             
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el Estado 
n.° 035. 
 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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Radicación No. 11001310503120190072500 
 
INFORME SECRETARIAL- Bogotá D.C, tres (03) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora Juez, informando que el apoderado del actor allegó 
poder junto con contrato de prestación de servicios. 
 
Sírvase proveer.  
 

GABRIEL FERNANDO LEON RUIZ  
Secretario  

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia en el sistema que la demandada 
COLPENSIONES constituyó título judicial por el valor de las costas y agencias en 
derecho.  
 
En consecuencia, se 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: ORDENAR la entrega del título judicial Nº 400100008282850 constituido 
el 29 de noviembre de 2021 por COLPENSIONES por valor cuatrocientos treinta y ocho 
mil novecientos un pesos ($438.901.oo) a favor del apoderado del demandante, doctor 
MANUEL GUTIERREZ LEAL identificado con C.C. Nº 19.478.502 y titular de la T.P. N°  
168.387 del C. S. de la J. por medio de abono a cuenta, de conformidad con la 
certificación expedida por el Banco Davivienda.  
 
SEGUNDO: UNA VEZ cumplido lo anterior, archívese nuevamente el expediente, 
dejando las constancias de rigor. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
n 
 
                                                       
 
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación en el 
Estado n.° 035. 

 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario  

 

Firmado Por:

 

 

Luz Amparo Sarmiento Mantilla
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Radicación: 11001310503120190076800 
 

INFORME SECRETARIAL. 
 

Bogotá D.C; cuatro (04) de marzo de dos mi veintidós (2022). En Cumplimiento a lo 
ordenado en el auto que antecede; el suscrito secretario del Juzgado Treinta y Uno 
Laboral del Circuito de Bogotá, procede a practicar la siguiente liquidación de costas 
dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 
366 del C. General del Proceso, así:   
 

 Costas a cargo de cada una de las demandadas PORVENIR SA y 
PROTECCIÓN SA y a favor de la parte demandante DIANA OFELIA 
CARRILLO RAMÍREZ  

 
Sírvase proveer 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este Juzgado que la 
liquidación de costas presentada por parte de la secretaría del despacho se ajusta a los 
tramites surtidos en el desarrollo del proceso de la referencia, razón por la cual se 
aprobará; lo anterior; teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 365 y 366 del 
Código General del Proceso. 
 
En consecuencia, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR la liquidación de costas efectuada por conducto de la secretaría 
del Juzgado en la suma de $ 1.000.000; monto a cargo de cada una de las 
demandadas PORVENIR SA y PROTECCIÓN SA y a favor de la parte demandante 
DIANA OFELIA CARRILLO RAMÍREZ; lo anterior teniendo en cuenta lo previsto en 
los artículos 365 y 366 del C. General del Proceso. 
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente dejando las constancias de rigor. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La juez, 

 
 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 

Concepto valor 

Agencias en derecho en 1° instancia $      500.000 
Agencias en derecho en 2° instancia $      500.000           
Agencias en derecho recurso extraordinario casación $                0                 
Otros conceptos $                0           

Total liquidación $    1.000.000  



 

 
 
 

 
g 

Juzgado Treinta y Uno Laboral 
del Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy, 07 de marzo de 2022, se 
notifica el auto anterior por 
anotación en el Estado n.° 035 

 
GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 

Secretario 
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Radicación N°. 11001310503120190079200 
 
Informe Secretarial. Bogotá, D.C., tres (03) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
Al despacho de la señora Juez, informando que el doctor HÉCTOR HUGO BUITRAGO 
MARQUEZ allegó solicitud tendiente a que se ordene la entrega de título judicial.       
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia en el sistema de títulos 
judiciales que se constituyó por parte de PROTECCIÓN S.A. deposito 
N°400100008322264 por valor de $1.038.901, 00 pesos. En este sentido, atendiendo 
las disposiciones del Consejo Superior de la Judicatura para la entrega de dineros, en 
especial la CIRCULAR PCSJC21-15 que señala “(…) Todas las órdenes y autorizaciones 
de pago de cualquier concepto de depósitos judiciales, en procesos judiciales de todas 
las especialidades y jurisdicciones, se harán únicamente a través del acceso seguro 
dual al Portal Web Transaccional de depósitos judiciales del Banco Agrario de 
Colombia, por los administradores de las cuentas judiciales y en los horarios laborales 
hábiles. (…)”, se requerirá a la profesional del derecho para que aporte certificación 
bancaria, junto con copia de la cedula de ciudadanía, tarjeta profesional y poder 
reciente que lo faculte para retirar y cobrar dineros. 
 
En consecuencia se, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REQUERIR al doctor HÉCTOR HUGO BUITRAGO MARQUEZ para que 
allegue al plenario, certificación bancaria, junto con copia de la cédula de ciudadanía, 
tarjeta profesional y poder reciente que lo faculte para retirar y cobrar dineros, con el 
fin de realizar el pago del título judicial por medio de abono a cuenta. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
 
 
          n                                             
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el Estado 
n.° 035. 
 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

Firmado Por:

 

 

Luz Amparo Sarmiento Mantilla
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Juzgado De Circuito

Laboral 031

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 5b9a6c6e8a8c62be950640f076915db85ac9003080c8377f29082d8b5f0b82d1

Documento generado en 07/03/2022 09:01:49 AM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

RADICACIÓN N° 11001310503120200045100 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora juez, informando que el apoderado de la demandada 
DEEB ASOCIADOS S.A.S, allegó contestación dentro del término de ley. (Memorial 
del 20 de enero de 2022, 75 páginas)  
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, observa este estrado judicial 
que el escrito de contestación de la demanda allegado por el apoderado de DEEB 
ASOCIADOS S.A.S, cuenta con la siguiente falencia:  
 

1-. Teniendo en cuenta los consagrado en el Artículo 3 del Decreto 806 de 2020 
a las partes les asiste el deber de, “enviar a través de estos un ejemplar de 
todos los memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente con copia 
incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.” Circunstancia que no se 
evidencio en la contestación. 
 
2-. En lo relacionado con las pretensiones debe existir un pronunciamiento 
expreso frente a cada una de ellas, lo anterior teniendo en cuenta que frente a 
las pretensiones condenatorias se realizó una oposición genérica frente a todas, 
contrariando lo preceptuado en el Numeral 3 del Articulo 31 del C.P.T. y de la 
S.S. 
 
3-.En lo relacionado con el poder, al no haber sido conferido en notaria, debe 
adjuntarse la comunicación desde el correo electrónico de la sociedad, lo 
anterior en los términos del inciso final del Articulo 5 del Decreto 806 de 2020. 

 
En consecuencia, se, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: DEVOLVER la contestación de la demanda presentada por el apoderado 
judicial de DEEB ASOCIADOS S.A.S 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de cinco (5) días a la demandada DEEB 
ASOCIADOS S.A.S para que subsane la contestación de demanda, so pena de tenerse 
por no contestada la demanda 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La Juez 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 

 

 

 

C 

 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy 07 de marzo de 2022, se notifica el 
auto anterior por anotación el Estado 
n.° 035. 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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Radicación: 11001310503120210010000 
 
INFORME SECRETARIAL: Bogotá, D.C., tres (03) de marzo de dos mil veintidós 
(2022).  Al despacho de la señora Juez, informando que la audiencia programada para 
el 03 de marzo no se puede llevar a cabo toda vez que la H. titular del despacho tuvo 
que comparecer a la capacitación para ser escrutadora en las elecciones del 13 de 
marzo de 2022. 
 
Sírvase Proveer.  
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial este juzgado,   
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: REPROGRAMAR la audiencia programada para el día 03 de marzo de 
2022 a las 10:00 A.M., y en consecuencia CONVOCAR a las partes para la hora de las 
diez de la mañana (10:00 am) del jueves cinco (05) de mayo de dos mil veintidos 
(2022); oportunidad en la cual se llevará a cabo la diligencia pendiente por practicar. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
La Juez, 
 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 

 

C 

 

 

 

 

 

 

 

Juzgado Treinta y Uno Laboral 
del Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022, se 
notifica el auto anterior por 
anotación el Estado N.° 035. 
 
 
GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  

Secretario 
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Radicación: 111001310503120210021500  
 
INFORME SECRETARIAL. – Bogotá D.C. nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora juez informando que aún no se ha allegado la calificación 
de pérdida de capacidad laboral del señor EDILSON FERNANDO REINOSO QUIÑONES 
 
Sírvase proveer. 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 
             Secretario 
 

JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 
Bogotá D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 
Visto el informe secretarial que antecede y revisadas las diligencias, se evidencia que, desde 
el 17 de diciembre de 2021, la Junta Regional de Calificación de Invalidez, realizó consulta 
al demandante, en ese sentido transcurridos mas de dos meses desde dicho examen y 
atendiendo a lo indicado en respuesta del 31 de enero de 2022, donde se indicó:  
 

“(…)En ese orden de ideas, se indica que el caso en mención está siendo objeto de 
revisión exhaustiva de los documentos en su totalidad, por lo anterior, 
próximamente se determinará la pertinencia de requerir pruebas o exámenes 
adicionales, y finalmente, se programará el caso para definir en audiencia privada y 
ser aprobado el proyecto de calificación por los demás integrantes de la sala, sobre 
lo cual se notificará directamente al juzgado treinta y uno laboral del circuito, por ser 
la entidad judicial que solicita el dictamen.(…)” 
 

Conforme a ello en aras de dar celeridad al proceso, se oficiará a la JUNTA REGIONAL DE 
CALIFICACION DE INVALIDEZ DE BOGOTÁ a fin de que indiquen (i) si ya se ya se realizó la 
calificación de pérdida de capacidad laboral del señor EDILSON FERNANDO REINOSO 
QUIÑONES en los términos solicitados en providencia del 22 de septiembre de 2021, y de 
no ser afirmativo lo anterior (ii) deberán indicar en que estado se encuentra dicho trámite. 
  

RESUELVE 
 
PRIMERO: OFICIAR a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE 
BOGOTÁ a fin de que indiquen (i) si ya se ya se realizó la calificación de pérdida de 
capacidad laboral del señor EDILSON FERNANDO REINOSO QUIÑONES en los términos 
solicitados en providencia del 22 de septiembre de 2021, y de no ser afirmativo lo anterior 
(ii) deberán indicar en qué estado se encuentra dicho trámite. 
 
Por secretaría líbrese el oficio respectivo, informando que se concede el término de diez 
(10) días para efectos de respuesta. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
La Juez 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 

 

 

 

C 

 
 
 
 

 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

Hoy 07 de marzo de 2022, se notifica el 
auto anterior por anotación el Estado 
n.° 035. 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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Radicación n° 11001310503120210040500 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá, D.C. nueve (09) de febrero de dos mil veintidós 
(2022). Al Despacho de la señora Juez, informando que dentro del término 
COLFONDOS S.A. allegó escrito de excepciones; de igual manera que revisado el 
sistema de títulos judiciales se evidenció que COLFONDOS S.A. y MINISTERIO DE 
HACIENDA, constituyeron títulos judiciales. 
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

De conformidad con el informe secretarial que antecede, se observa que se surtió en 
debida forma la notificación realizada el 18 de noviembre de 2021 a (I) COLFONDOS 
S.A. y (II) LA NACIÓN -MINISTERIO DE  HACIENDA Y  CRÉDITO PÚBLICO 
respecto de lo cual únicamente COLFONDOS S.A. allegó escrito de excepciones, seria 
entonces la oportunidad procesal pertinente para correr traslado de los medios 
exceptivos propuestos por COLFONDOS S.A. y ordenar seguir adelante con le 
ejecución respecto de la NACIÓN -MINISTERIO DE  HACIENDA Y  CRÉDITO 
PÚBLICO  no obstante lo anterior una vez revisado el sistema de títulos judiciales del 
despacho se acredito que se encontraban constituidos los siguientes títulos judiciales: 
 

1. No. 400100007230675 constituido por COLFONDOS S.A. el día 11 de junio 
de 2019 por valor de $390.621. 

 
2. No. 400100007297571 constituido por NACIÓN -MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PUBLICO el día 29 de julio de 2019 por valor de 
$390.621. 

 
En ese sentido se, considera pertinente este estrado judicial traer a colación lo 
indicado en el artículo 282 del C.G. del Proceso en el que se indica: 
 

“(…) Artículo 282. Resolución sobre excepciones: En cualquier tipo de 
proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 
excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de 
prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la 
contestación de la demanda. 
 
Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción extintiva, 
se entenderá renunciada. 
 
Si el juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar todas las 
pretensiones de la demanda, debe abstenerse de examinar las restantes. En 
este caso si el superior considera infundada aquella excepción resolverá sobre 
las otras, aunque quien la alegó no haya apelado de la sentencia. 
 
Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto o 
contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, el juez 
se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, siempre que 
en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o contrato; en caso 
contrario se limitará a declarar si es o no fundada la excepción. (…)” 

 
Una vez precisado lo anterior, se procederá a estudiar si se encuentra probada la 
excepción de pago dentro del presente trámite para tal fin se encuentra acreditado 
que en el auto que libró mandamiento de pago se ordenó a las ejecutadas 



(I) COLFONDOS S.A. y (II) LA NACIÓN -MINISTERIO DE  HACIENDA Y  
CRÉDITO PÚBLICO  a pagar por concepto de costas y agencias en derecho 
debidamente liquidadas y aprobadas dentro del proceso ordinario en primera instancia 
la suma de $390.621 a cargo de cada una de ellas. 
 
En ese sentido una vez revisado el sistema de títulos judiciales se acreditó que las 
entidades ejecutadas desde mucho antes de la providencia que libró mandamiento de 
pago; habían constituido las sumas a favor de la parte ejecutante, sumas que 
evidentemente cubren con la totalidad de las obligaciones que se indicaron en el 
mandamiento de pago, en ese sentido deberá ordenarse la entrega del título judicial, 
así como la terminación del proceso de la referencia por pago total de la obligación.  
 
Por lo anteriormente indicado, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO:  DECLARAR que (i) COLFONDOS S.A. y (ii) LA NACIÓN -MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO realizaron el pago total de las obligaciones 
reclamadas. 
 
SEGUNDO: ORDENAR la terminación del proceso, por secretaria archívense las 
diligencias y déjense las constancias de rigor. 
 
TERCERO: ORDENAR la entrega la entrega de los siguientes títulos judiciales a favor 
de la parte demandante GERARDO ANTONIO PEREZ ARROYAVE:  
 

- No. 400100007230675 constituido por COLFONDOS S.A. el día 11 de junio 
de 2019 por valor de $390.621. 

 
- No. 400100007297571 constituido por NACIÓN -MINISTERIO DE 

HACIENDA Y CRÉDITO PUBLICO el día 29 de julio de 2019 por valor de 
$390.621. 

 
Requiriendo a la parte demandante a fin de que previo a su entrega aporte copia de su 
cedula de ciudadanía y certificación bancaria reciente a fin de realizar el abono a 
cuenta tal y como lo indica el Consejo Superior de la Judicatura. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
La Juez,  

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 

 

 

c 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2021, se notifica el 
auto anterior por anotación el Estado 
n.° 035. 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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Radicación n° 11001310503120210060900 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez informando que el apoderado de la parte 
demandante allegó recurso de reposición y en subsidio apelación en contra del auto de 
16 de febrero de 2022, notificado por estado del 17 de febrero de 2022, por medio del 
cual se rechazó la demanda.  
 
Sírvase Proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial, se evidencia correo electrónico del 22 de febrero de 2022 
en el que el apoderado de la parte actora presentó recurso de reposición y en subsidio 
apelación en contra del auto de 16 de febrero de 2022, notificado por estado del 17 de 
febrero de 2022.  

En este sentido, el artículo 63 del C.P.T y de la S.S. dispone: “(…) PROCEDENCIA 

DEL RECURSO DE REPOSICION. El recurso de reposición procederá contra los autos 
interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días siguientes a su notificación 
cuando se hiciere por estados, y se decidirá a más tardar tres días después. Si se 
interpusiere en audiencia, deberá decidirse oralmente en la misma, para lo cual podrá 
el juez decretar un receso de media hora. (…). Por lo que se concluye que el recurso 
de reposición se presentó de forma extemporánea, 3 días después de notificada la 
decisión por estado, debiendo negarse.  

Por su parte, teniendo en cuenta que el auto que rechaza la demanda es susceptible de 
apelación de conformidad con el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S. y que se presentó 
en el término estipulado por la ley (5 días), se concederá el recurso de apelación en el 
efecto suspensivo. 

En consecuencia se,  
RESUELVE: 

PRIMERO: NO REPONER el auto de 16 de febrero de 2022 por haberse presentado 
de forma extemporánea.  
 
SEGUNDO: CONCEDER el recurso de apelación en el efecto suspensivo en contra del 
auto de 16 de febrero de 2022; por secretaría remítase el expediente ante la H. Sala 
Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá. 
 
Notifíquese y cúmplase  

La Juez, 
LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 

 
 
 

N 
 
 

 
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022; se notifica el 
auto anterior por anotación el Estado n° 
035.  
 

 
GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ 

Secretario 

Firmado Por:
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Radicación N°. 11001310503120220008900 
 
Informe Secretarial. Bogotá, D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022).  Al despacho de la señora Juez, informando que el presente proceso 
correspondió por reparto del 01 de marzo de 2022, el cual consta de la demanda y sus 
anexos en 2 PDF, radicado bajo n.° 11001310503120220008900, encontrándose 
pendiente resolver la admisión de la demanda.                              
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia que el escrito de demanda 
reúne los requisitos exigidos en el artículo 25 del C.P. del T. y S.S., modificado por el 
artículo 12 de la Ley 712 de 2001, por lo que se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia promovida 
por ADRIANA EMILSEN GIRALDO GONZÁLEZ contra ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, ACTIVOS S.A.S., 
COLOMBIANA DE TEMPORALES - COLTEMPORA S.A.S., MISIÓN TEMPORAL 
LTDSA y SELECTIVA S.A.S.  

SEGUNDO: CÓRRASE traslado notificando a la demandada ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES en la forma prevista en el 
Parágrafo del artículo 41 del C.P.T. y de la S.S., modificado por el artículo 20 de la Ley 
712 de 2.001, para que se sirva contestar la demanda, por intermedio de apoderado 
judicial. Ténganse en cuenta para fines de notificación lo establecido en el artículo 8 
del Decreto 806 de 2020. 
 
TERCERO: CÓRRASE traslado notificando a las demandadas ACTIVOS S.A.S., 
COLOMBIANA DE TEMPORALES - COLTEMPORA S.A.S., MISIÓN TEMPORAL 
LTDSA y SELECTIVA S.A.S. en la forma prevista por el artículo 8 del Decreto 806 de 
2020, para que se sirvan contestar la demanda. Por secretaría realícese la notificación 
electrónica a los correos electrónicos señalados en los Certificados de Existencia y 
Representación.  

CUARTO: NOTIFÍQUESE a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO conforme lo previsto en el Art. 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 
QUINTO: REQUERIR a las demandadas para que aporten con la contestación de la 
demanda, la documental que se encuentre en su poder de ADRIANA EMILSEN 
GIRALDO GONZÁLEZ quien se identifica con la C.C. N° 43.165.516, de conformidad 
con lo establecido en el numeral 2 del parágrafo 1° del artículo 31 del C.P. del T. y de 
la S.S., modificado Ley 712 de 2001, artículo 18. 
 
SEXTO: RECONOCER personería jurídica para actuar como apoderada de la parte 
actora, a la doctora HELENA CAROLINA PEÑARREDONDA FRANCO identificada con 
C.C. N° 1.020.757.680 y titular de la T.P. N° 237.248 del C.S. de la J. de conformidad 
con el poder allegado junto con el escrito de demanda.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el 
Estado n.° 035. 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  



 

 
                                                       
N 

Secretario 
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Radicación N°. 11001310503120220009200 
 
Informe Secretarial. Bogotá, D.C., tres (03) de marzo de dos mil veintidós (2022).  
Al despacho de la señora Juez, informando que el presente proceso correspondió por 
reparto del 02 de marzo de 2022, el cual consta de la demanda y sus anexos en 3 PDF, 
radicado bajo n.° 11001310503120220009200, encontrándose pendiente resolver la 
admisión de la demanda.                              
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Visto el informe secretarial que antecede, se evidencia que el escrito de demanda 
reúne los requisitos exigidos en el artículo 25 del C.P. del T. y S.S., modificado por el 
artículo 12 de la Ley 712 de 2001, por lo que se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia promovida 
por JUAN DEOGRACIAS FONSECA GUZMÁN contra ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES y ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

SEGUNDO: CÓRRASE traslado notificando a la demandada ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES en la forma prevista en el 
Parágrafo del artículo 41 del C.P.T. y de la S.S., modificado por el artículo 20 de la Ley 
712 de 2.001, para que se sirva contestar la demanda, por intermedio de apoderado 
judicial. Ténganse en cuenta para fines de notificación lo establecido en el artículo 8 
del Decreto 806 de 2020. 
 
TERCERO: CÓRRASE traslado notificando a la demandada ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. en la forma prevista por el 
artículo 8 del Decreto 806 de 2020, para que se sirva contestar la demanda. Por 
secretaría realícese la notificación electrónica a los correos electrónicos señalados en 
los Certificados de Existencia y Representación.  
 
CUARTO: NOTIFÍQUESE a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO conforme lo previsto en el Art. 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 
QUINTO: REQUERIR a las demandadas para que aporten con la contestación de la 
demanda, la documental que se encuentre en su poder de JUAN DEOGRACIAS 
FONSECA GUZMÁN quien se identifica con la C.C. N° 19.495.805, de conformidad con 
lo establecido en el numeral 2 del parágrafo 1° del artículo 31 del C.P. del T. y de la 
S.S., modificado Ley 712 de 2001, artículo 18. 
 
SEXTO: RECONOCER personería jurídica para actuar como apoderado de la parte 
actora, al doctor DIEGO RENÉ GÓMEZ PUENTES identificado con C.C. N° 7.181.516 
y titular de la T.P. N° 151.188 del C.S. de la J. de conformidad con el poder allegado 
junto con el escrito de demanda.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
                                                       
N 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy, 07 de marzo de 2022, se notifica 
el auto anterior por anotación el 
Estado n.° 035. 
 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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RADICACIÓN N° 11001310503120220009400 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós 
(2022). Al despacho de la señora Juez, informando que el presente proceso 
correspondió por reparto del 2 de marzo de 2022, el cual consta de la demanda y sus 
anexos en 4 PDF, radicado bajo n.° 11001310503120220009400, encontrándose 
pendiente resolver la admisión de la demanda.                              
 
Sírvase proveer.  

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

Bogotá, D. C., cuatro (04) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

Efectuado el análisis del escrito de demanda se encuentra que el mismo presenta las 
siguientes falencias: 
 

1. Es necesario acreditar el cumplimiento de lo señalado en el artículo 6 del 
Decreto 806 de 2020, respecto del envío de la demanda a la demandada, en el 
siguiente sentido “(…) al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del 
mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda 
presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus 
veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la 
autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de 
la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma 
con sus anexos. (…)”.  
 

2. Las pretensiones deben dividirse entre declarativas y condenatorias.  
 

3. El poder debe contener la totalidad de las pretensiones de la demanda. 
 

4. No se aportó la nómina del mes de noviembre de 2018.  
 
Por lo anterior, se  

RESUELVE 
 

PRIMERO: DEVOLVER la demanda Ordinaria Laboral instaurada por DEISY MILENA 
RAMIREZ HERNANDEZ contra CANO JIMENEZ ESTUDIOS S.A. – EN 
REORGANIZACIÓN.  
  
SEGUNDO: CONCEDER a la parte demandante el término de cinco (5) días para que 
proceda a subsanar las deficiencias anteriormente señaladas, so pena de rechazo. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
La Juez, 

LUZ AMPARO SARMIENTO MANTILLA 
 
 
 
 
 
 
 
N 
 
 
 

Juzgado Treinta y Uno Laboral del 
Circuito de Bogotá, D.C. 

 
Hoy 07 de marzo de 2022, se notifica el auto 
anterior por anotación el Estado n.° 035. 

 
 

GABRIEL FERNANDO LEÓN RUIZ  
Secretario 
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